Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 15 minutos.) 
SEÑOR GALLINAL.- Me gustaría realizar dos planteos. 


En primer lugar, si los integrantes de la Comisión no tienen inconveniente, voy a asistir con 
regularidad a las sesiones mientras se trate el proyecto de ley sobre medios, no porque no confíe en mi 
compañero -al contrario, confío ciegamente-, sino porque deseo interiorizarme aun más sobre el tema. 


En segundo término, si me permiten los señores Senadores, voy a proponer a los miembros 
de la Comisión que se invite al ingeniero Omar De León a los efectos de escuchar su opinión sobre 
esta iniciativa. El ingeniero de León es consultor de telecomunicaciones, experto de la Unión 
Internacional de Telecomunicaciones -UIT-, trabaja en veinte países en este tema y me parece que 
cuando el señor Presidente lo disponga, sería muy importante que pudiéramos recibirlo. 


Muchas gracias 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos por descontado que con mucho gusto vamos a convocar al señor 
Senador para que asista a las sesiones. 


Respecto al segundo planteo, quiero señalar que conozco desde hace mucho al señor Omar 
de León y sin duda va a significar un aporte importante. 


SEÑOR COURIEL.- El señor Senador Gallinal será muy bien recibido. 
(Ingresan a Sala los representantes de la Cámara de Telecomunicaciones del Uruguay, CTU.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios recibe con 
mucho gusto a los representantes de la Cámara de Telecomunicaciones del Uruguay -CTU-, ingeniero 
José Pedro Derrégibus, Presidente, y doctor Luciano Real, Asesor Jurídico. En el día de hoy 
recibiremos sus aportes acerca del proyecto de ley sobre prestación de servicios de radio, televisión y 
otros servicios de comunicación audiovisual, que sin duda serán muy valorados. 


SEÑOR DERRÉGIBUS.- Como Presidente de la Cámara de Telecomunicaciones del Uruguay 
agradezco la invitación cursada por la Comisión para expresar nuestras opiniones, ideas y sugerencias 
con relación al proyecto de ley en consideración. 


Corresponde señalar que conocíamos el proyecto de ley original en el que no tuvimos 
participación y también la versión aprobada ahora por la Cámara de Representantes. Incluso, nos 
hemos tomado el trabajo de leer atentamente la versión taquigráfica de las diferentes delegaciones que 
pasaron tanto por la Comisión de la Cámara de Representantes como por la del Senado. 


Se trata de un proyecto de ley que regula muchos aspectos diversos, por lo que nuestra 
exposición se basará principalmente en los puntos que directamente estén relacionados con el objeto 
de nuestra Cámara, con el fin de promover y desarrollar los servicios de telecomunicaciones en un 
marco de igualdad. 


Comenzaremos haciendo mención al artículo 1% del proyecto de ley que refiere 
especificamente al alcance de la norma, en tanto hay materias que se encuentran reguladas y otras 
que, a fin de procurar equidad e igualdad, deberían estar igualmente alcanzadas. Vamos a continuar 
nuestra exposición manifestando ciertas contradicciones que presenta esta iniciativa, vertidas 


principalmente en los artículos 42 y 81 -actuales 41 y 70-, y finalmente haremos mención a otros temas 
de actualidad que no pueden dejar de considerarse. 


Al analizar el actual texto, señor Presidente, observamos que si bien este proyecto de ley 
genéricamente se denomina de comunicación audiovisual, como lo señaló el propio Ministro de 
Industria, Energía y Minería en su comparecencia del 13 de junio, parecería que abarca mucho más. 
Se introduce en el mundo de las telecomunicaciones y según decía el doctor Delpiazzo el 21 de 
agosto, genera normas que discrimina entre operadores actuales y futuros, entre operadores públicos y 
privados, entre operadores nacionales y multinacionales, y nosotros agregaríamos también entre 
prestadores de servicios tradicionales y no tradicionales, o nuevos servicios. 


En este sentido, compone normas en materia de telecomunicaciones que no deberían ser 
generadas y para el caso que aun así se produjera la intención de regular el sector, no debería dejar 
otras por fuera por la importancia que tienen y la discriminación que generarían. 


Vamos a hablar ahora concretamente del articulado para mostrar el sustento de lo que 
decimos. Si nos referimos al artículo 1% -donde se establece el objeto del proyecto de ley-, podemos 
indicar que si bien allí se dice que tiene por objeto establecer una regulación de la prestación de 
servicios de radio, televisión y otros servicios de comunicación audiovisual, hace una clarísima 
referencia a telecomunicaciones, a Internet, dejando expresamente por fuera de la regulación de esta 
ley, los servicios que utilicen el protocolo de Internet, concepto de por sí muy amplio. 


Hace unos años, no muchos, podía pensarse que dejar de lado Internet tenía un atisbo de 
sentido, mientras que hoy no lo tiene. Querer regular lo tradicional dejando de lado Internet, no es dejar 
de lado el futuro, sino el presente. Nuestra civilización vive hoy una nueva revolución. La última que 
nos movilizó fue la Revolución Industrial. Hoy vivimos una nueva revolución mucho más fuerte, más 
potente, con más efectos y muchísimo más vertiginosa: la revolución digital, que trasciende a todas las 
sociedades y que es irreversible. No nos podemos bajar de ella; bajarnos, sería nuestra desaparición. 
En términos históricos, esta revolución acaba de empezar: sus reglas aun no están escritas y, como tal, 
requiere de políticas públicas equilibradas para lograr que las tecnologías estén al alcance de todos, 
sin inequidades de ningún tipo, y para todos los actores que intervienen. 


Hoy, ninguno de los aquí presentes está ausente de esta revolución. A efectos de 
dimensionar esto, por favor, señores Senadores, retengan este dato: en un segundo, se crean 570 
sitios web; se realizan 2:000.000 de búsquedas en Google; se comparten 3.600 fotos en la plataforma 
Instagram; se gastan US$ 300.000 en compras; se descargan 47.000 aplicaciones, y se sube más de 
48 horas de video. Todo esto en tan solo un segundo. En la actualidad, se crean tantos datos en unos 
pocos días como los implantados por todas las generaciones anteriores de la humanidad hasta la 
aparición de Internet, y, prácticamente, el 50 % de los datos que transportan las redes son videos. 


Por todo esto, los responsables políticos, los señores Legisladores, los gobiernos, los 
reguladores, deben hacer un gran esfuerzo para comprender las nuevas dinámicas de mercado, a 
efectos de poder proteger la libertad de elección de los consumidores e impedir desviaciones del 
mercado o abusos de posiciones dominantes. 


Hoy, la capacidad de asombro se supera permanente porque la competencia dentro de los 
mercados digitales es feroz. Las empresas procedentes de uno de estos mercados entran en otros, 
generando un desequilibrio con su actuación. Esta revolución está en los contenidos, mas está también 
en los dispositivos y su evolución. En este momento, cualquiera de los teléfonos inteligentes que los 
propios señores Senadores tienen en sus bolsillos, tiene más capacidad de proceso que las 
computadoras que desde la NASA llevaron al primer hombre a la luna. 


Esta revolución, en sí misma, cambia todo, incluso el deseo de las personas. Hoy queremos 
disponer de la información y poder verla en cualquier momento: las 24 horas del día y los siete días de 
la semana. El lema es: “Lo necesito y lo quiero ahora, me encuentre donde me encuentre”. 


Existe una clara tendencia hacia la convergencia de servicios. Justamente, el caso de la 
televisión por Internet a la carta -por llamarlo de alguna forma- es paradigmático. Los espectadores 
están modificando sus hábitos en el consumo de televisión y optan por servicios más personalizados, 
en los que sus programas favoritos siempre están disponibles. A modo de ejemplo, cabe citar que 
Netflix -un operador internacional- nos permite ver la misma película que emite un canal local, con la 
diferencia de que se puede acceder por Internet, cuando y donde quiero, en el dispositivo que quiera y 
en el que me resulte más cómodo pausarla, volver atrás, o sea, manejarla a gusto. 


Asimismo, Antel, operador nacional, está anunciado que emitirá todos los partidos de la Copa 
Mundial de Fútbol 2014 por Internet, dando la posibilidad de verlos en el dispositivo que uno quiera y a 
través de su página web. Es más, ofrece programas, canales nacionales e internacionales, 
trasmisiones en vivo y en video, todo a través de Vera TV, es decir, aprovechando el hecho de que a 
nadie más en el país se le habilita a prestar servicios de Internet por cable o fibra óptica, lo que va en 
total detrimento del principio de neutralidad tecnológica. 


Es fundamental buscar que haya equidad e igualdad en la regulación. Los mismos servicios 
deben tener el mismo marco regulatorio, más allá de la forma en que se presten. Al respecto, importa 
recordar lo señalado por el señor Ministro de Industria, Energía y Minería el 13 de junio del año 
pasado, al comparecer en la Comisión homóloga de la Cámara de Representantes, expresando: “La 
legislación internacional ha ido entendiendo que si bien antiguamente se legislaba por el lado de los 
sistemas de transmisión, ahora se tiende crecientemente a legislar por los servicios”. 


Señores Senadores: todo este cambio no es una utopía o algo que sucederá dentro 5 o 10 
años, sino que esto está sucediendo ahora. Y todos somos testigos y partícipes de esta nueva realidad. 


A la luz de lo comentado, vale preguntarse: ¿tiene sentido regular lo que parece más fácil, 
dejando la puerta de atrás abierta para que por allí entre irrestrictamente cualquier cosa? ¿No 
estaremos perjudicando a las empresas e industrias locales, a los que quieren hacer las cosas bien, 
que son a los que siempre se perjudica? ¿No se debería regular con el mismo grado los servicios que 
son iguales? ¿No tendría más sentido reflexionar sobre esto y sentarnos todos -digo: “todos”, y señalo: 
“todos”- a hablar del tema en lugar de esconder la cabeza y evitar la realidad? 


El doctor Rotondo, en su comparecencia a la Comisión de la Cámara de Representantes, con 
relación al artículo 1% y a que quedara fuera de esta normativa los servicios de comunicación que 
utilizan como plataforma de protocolo de red de Internet, expresaba: “Entiendo las dificultades de este 
asunto”, “Es un tema realmente dificultoso”, “Creo que, quizás, habría que esperar un poco más para 
regularlo. Probablemente, sea mejor esperar todo eso antes de regular esto”. Esto me recuerda un 
decreto de hace algún tiempo en donde se impedía que cualquier operador nacional -salvo Antel- 
pudiese dar voz sobre IP, o sea, el protocolo de Internet. Esto era un sinsentido, tapaba el sol con un 
dedo ya que, incluso, en ese momento Skype, Viber y otras aplicaciones prestaban el servicio en todo 
el mundo, incluido Uruguay, mas no estaban abarcadas en el alcance del decreto en tanto solo 
comprendía a las empresas nacionales. Reitero: ¿no tendría más sentido reflexionar sobre esto y 
sentarnos todos a hablar del tema? Y, en ese sentido, aplaudo la actitud de los señores Senadores de 
realizar esta tarea de escuchar la opinión de todos, previa cualquier decisión, ya que como 
adelantamos, por ejemplo, nuestra industria, nuestra Cámara, que abarca a más de 35 empresas de 
servicios de telecomunicaciones, ni siquiera fue consultada cuando se hizo el primer borrador. 


Ahora bien, hay algo más grave. El actual artículo 43 -antes 42- dice, refiriéndose a los 
servicios de comunicación audiovisual, que los monopolios u oligopolios conspiran contra la 
democracia al restringir el pluralismo. También agrega que el Estado debe instrumentar medidas 
adecuadas para impedir o limitar la existencia y formación de monopolios y oligopolios. Desde la 
Cámara compartimos plenamente el concepto de que los monopolios y oligopolios conspiran contra la 
democracia y que el Estado debe instrumentar medidas para impedirlos. 


Si uno analiza el articulado, puede observar que el único operador nacional que podría hacer 
cualquier cosa es Antel. Así lo han advertido los catedráticos en sus presentaciones ante la Cámara de 
Representantes. Específicamente, el doctor Durán Martínez el 21 de agosto decía lo siguiente: “En 
forma encubierta todo el proyecto apunta a que Antel sea la gran dominadora del sistema, rodeada de 


un conjunto de empresas débiles que probablemente no subsistan -si ocurriera esto tendríamos un 
único prestador, Antel- o, si subsisten, estarán incapacitadas de resistir a cualquier presión política”. 


Asimismo, el doctor Risso Ferrand, el 22 de agosto, manifestó: “Indirectamente y no 
expresamente tenemos la realidad de que Antel asume un rol central, pasa a ser dueña de todo este 
proceso”. Hasta incluso podría tener canales de televisión porque no va a tener ningún tipo de 
limitación. 


Esto se da de cara contra los principios y objetivos que figuran en el mensaje del mes de 
diciembre 2013 de la Bancada del Frente Amplio sobre este proyecto, donde se hablaba, textualmente, 
de “la protección y promoción de las libertades de expresión, información y comunicación, la promoción 
de la competencia”, etcétera. 


Y a esta altura de la exposición me gustaría dejar algo en claro. Una vez un periodista nos 
preguntaba si desde la Cámara estábamos contra Antel, si apoyábamos que Antel no existiera. La 
respuesta fue un rotundo no. La Cámara apoya la libertad de elección. Bienvenida la presencia y 
continuidad de Antel, pero se le debe dar libertad a los usuarios de poder elegir. Nos llenamos la boca 
hablando de libertad; si nos dejan una sola opción, no es libertad. 


Henry Ford, cuando lanzaron el Fort T, decía que podían elegir el color que quisieran siempre 
que fuera negro. Nosotros queremos tener telecomunicaciones de todos los colores para que los 
usuarios puedan elegir. 


Antel es y tiene que seguir siendo una elección válida. Tiene buena gente, buenos técnicos, 
pero no tenemos que sobreprotegerla artificialmente porque, si lo hacemos, por un lado no la dejamos 
crecer y, por otro, engañamos a la gente. 


Este espíritu de sobreprotección y contradicción en cuanto a declarar que el monopolio es 
malo pero igual lo dejo y lo establezco específicamente, se observa también en otros artículos. En el 
artículo 48, en cuanto a la incompatibilidad para la titularidad de los servicios de comunicación 
audiovisual. Hoy eso nadie lo puede hacer a través de Internet utilizando fibra óptica u otros medios 
alámbricos, a no ser Antel, en clara contraposición a lo establecido en nuestro ordenamiento jurídico. 


En el artículo 70, en lo que refiere a transporte, nuevamente se impide que otros sean los 
que transporten y brinden infraestructura para la transmisión. Vale destacar que las demás empresas 
de servicios móviles cuentan con la infraestructura que, perfectamente, puede ser utilizada o, mejor 
aun, compartida para estos fines. 


Nuevamente, no solo se cree que se protege a Antel de esta forma, sino que como se hace 
con el Internet alámbrico, se impide a las demás empresas prestar su infraestructura, se restringe la 
libertad de elegir con quién contratar, se limita la inversión privada y la posibilidad de compartir 
inversiones, permitiendo así destinar más fondos a Rentas Generales, que podrían ser utilizados para 
otros fines. Esta falta de dar libertad es la misma que congela los decisores cuando decimos, por 
ejemplo, que debemos establecer la portabilidad de los números de telefonía móvil. 


Me detengo en el artículo 48, es decir, en lo referido a la incompatibilidad para la titularidad 
de servicios de comunicación audiovisual. Esta disposición establece que las personas físicas o 
jurídicas que son titulares totales o parciales del servicio de comunicación audiovisual no podrán ser, a 
su vez, titulares totales o parciales de cualquier permiso, autorización o licencia para prestar servicios 
de telecomunicaciones de telefonía o de trasmisión de datos. Esto abona lo que nos preguntábamos al 
principio: ¿es una ley de medios o una ley de telecomunicaciones? 


Hay una clara referencia a quienes hoy prestan los servicios de telecomunicaciones, sobre 
quienes este proyecto de ley pretende legislar, coartando sus posibilidades, violando derechos 
consagrados a nivel constitucional, como el de igualdad, libertad, trabajo y seguridad, ya que se 
modifican las reglas de la competencia y de la libertad de comercio. 


La incompatibilidad, tal como está redactada, solo afecta a las empresas titulares de 
concesiones, autorizaciones o licencias para prestar servicios de telecomunicaciones. En ese sentido, 
podría entenderse que no sería el caso de Antel. 


Estas incompatibilidades vulneran la libertad de constituir empresas, de operar y realizar los 
servicios regulados en la ley sin un interés general justificante. Esto viola los artículos 7”, 10 y 36 de la 
Constitución de la República, así como también el principio de igualdad consagrado en nuestra Carta. 
El artículo 7% de la Constitución de la República regula el derecho a ser protegidos en el goce de los 
derechos y libertades que reconoce y señala que “Nadie puede ser privado de estos derechos sino 
conforme a las leyes que se establecen por razones de interés general”. Nuestra Constitución, por 
medio de los artículos 7%, 8%, 10, 32, 36 y 72, reconoce expresa e implícitamente derechos 
constitucionales que derivan de la esencia misma del hombre, como ser la libertad, la seguridad, el 
trabajo y la propiedad. La Carta permite al Legislador limitar ciertos derechos por razones de interés 
general, pero no es suficiente la etiqueta de “interés general”; la ley debería fundamentarse en el único 
motivo que puede dar lugar a la limitación de esos derechos, pudiendo la Justicia examinar las razones 
invocadas. 


En caso de seguirse esta línea, se estaría habilitando la posibilidad de generación de 
acciones de inconstitucionalidad. 


En el caso, el señor Ministro de Industria, Energía y Minería, en ocasión de su visita a esta 
Comisión el 12 de marzo, haciendo alusión a esta restricción y a otras también dispuestas en el 
proyecto de ley, señaló que “el conjunto de cinco restricciones a los monopolios u oligopolios son de 
especialísima importancia”. Concretamente, dijo: “Creo que es la primera vez que, en ese sentido, un 
proyecto de ley propone una diversidad y pluralidad tan clara basada en límites, en algunos casos, 
numéricos y, en otros, de incompatibilidad, como acabamos de mencionar”. 


En relación a ese punto -y con el mayor de los respetos- creemos que no se están teniendo en 
cuenta dos cosas: en primer lugar, la tendencia mundial que procura optimizar los recursos a través de 
la convergencia tecnológica y, en segundo término, el hecho de que se están limitando principios 
generales sin que haya razones de interés general para tal limitación. Asimismo, resulta una manifiesta 
contradicción que se establezca un megamonopolio a favor del operador estatal con todas las 
implicancias que ello puede aparejar. 


Queremos, además, hacerles saber que según el relevamiento que hemos obtenido, referido a 
doce países del área latinoamericana: Brasil, Ecuador, Perú, República Dominicana, Guatemala, El 
Salvador, Chile, Colombia, Panamá, Paraguay, Nicaragua y Costa Rica, en ninguno de ellos se 
consagra una incompatibilidad de este tipo. 


El artículo 70 del proyecto de ley, que refiere a los únicos habilitados a brindar acceso a 
infraestructura, consagra -pero ahora por una ley y sin tapujos- una norma ya establecida por decreto y 
que fue impugnada por nuestra Cámara y otras entidades ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


El 11 de mayo de 2012, el Poder Ejecutivo sancionó un decreto que decía: “Autorizar a 
Televisión Nacional Uruguay (TNU) y a la Administración Nacional de Telecomunicaciones (ANTEL), 
individual o conjuntamente si así lo acuerdan, a brindar acceso a infraestructura de transmisión a 
titulares de servicios de radiodifusión de televisión digital que no dispongan de ella. Ambos organismos 
podrán cobrar un precio por este servicio, el cual deberá ser razonable y se acordará entre las partes.” 
Como ya mencionamos, esta norma fue impugnada por nuestra Cámara, primero, administrativamente 
y luego ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, por afectar el principio constitucional de 
igualdad, el derecho a la libertad de comercio, su derivado a la libre competencia y la protección de las 
inversiones. En este proceso el Poder Ejecutivo argumentó diciendo que la norma, en realidad, no 
consagra una exclusividad a favor de Antel y TNU, sino que las autoriza a prestar el servicio sin 
perjuicio de autorizaciones futuras a operadores privados. 


El proyecto de ley que los señores Senadores tienen en este momento en sus manos es más 
explícito, pues en su artículo 70 dice: “El Sistema Público de Radio y Televisión Nacional y la 
Administración Nacional de Telecomunicaciones, individual o conjuntamente si así lo acuerdan, serán 
los únicos habilitados a brindar acceso a infraestructura de transmisión de radiodifusión a titulares de 
servicios de radiodifusión abierta de radio y de televisión que no dispongan de ella. Ambos organismos 
deberán garantizar la prestación del servicio y podrán cobrar un precio por el mismo, el que deberá ser 
razonable, estableciendo un tarifario basado exclusivamente en las categorías público, comercial y 
comunitario, y se elevará al Poder Ejecutivo para su aprobación”. Eso es lo que ahora tienen en su 
poder. 


Esta norma, aunque ahora tendría nivel legal en el área específica regulada, es objetable por 
violar las mismas disposiciones que el decreto antes mencionado y, tal como han manifestado todos 
los catedráticos que asistieron al Parlamento por este proyecto de ley, requiere de mayorías 
especiales. El doctor Rotondo, el día 29 de agosto, dijo que el Sistema Nacional de Radio y Televisión 
Público es una persona pública no estatal, por lo que no hay duda  -sin entrar a discutir si la palabra 
“estatal” incluye un servicio descentralizado como Antel- que se requerirán dos tercios de votos del total 
de componentes de cada Cámara. 


También se habla de cobrar un “precio razonable”. Nos preguntamos si no ha quedado harto 
demostrado que el precio más razonable es el que surge como consecuencia directa de la apertura de 
los servicios a la competencia. 


Como último comentario que nos merece el articulado, consideramos que no es correcto lo 
que se establece en el artículo 88 en el sentido de no permitir que nuevas empresas de televisión 
satelital puedan prestar servicio a los uruguayos, exceptuando de la aplicación de los requisitos de 
autorización a los titulares que la hayan obtenido en forma previa. 


En definitiva, en el caso de la televisión satelital, en los hechos, se estaría salvaguardando 
los derechos de uno solo de los operadores, lo que es violatorio de los principios de igualdad 
consagrados en la Constitución de la República, y habilitando a que solamente una empresa pueda 
prestar el servicio a nivel nacional, discriminando a otras que también lo han requerido y no se les ha 
permitido, o les ha sido habilitado y luego revocado en dos instancias por no cumplir, teóricamente, con 
ciertos requisitos con los que tampoco cumpliría la empresa que hoy presta servicios. 


Que quede claro que nada tenemos en contra de la empresa que hoy brinda el servicio de 
televisión satelital; lo que impugnamos es que se discrimine y no se permita a otros -en forma artificial, 
y con un abordaje elíptico y no directo- tener similares condiciones. 


Por último, no queremos dejar de mencionar a la Unidad Reguladora de Servicios de 
Comunicaciones -Ursec-, a la que con el actual proyecto se pretende incrementar las tareas mediante 
el contralor de nuevas actividades. 


Hoy, los pocos buenos técnicos con que cuenta la Ursec no dan abasto con los temas a 
tratar, y eso hace que los asuntos a definir, en una industria tan vertiginosa, demoren tiempos que no 
son acordes a las necesidades. Por otra parte, la alta rotación de los Directores no condice con la 
supuesta independencia que debería tener del mundo político, que cambia cada cinco años. Prueba de 
ello es que a pesar de que cuando se creó la Ursec el Legislador adjudicó a sus Directores un plazo 
mínimo de seis años -justamente para que no coincidiera con los cambios de Gobierno-, desde su 
creación ya han pasado doce Directores, de los cuales solamente uno se mantuvo ese período mínimo. 


Volviendo a lo medular, sabemos que un monopolio en una actividad comercial es malo, y no 
hay duda de que uno que vaya más allá, o sea, que maneje los medios y lo que circula por las redes, lo 
es mucho más. Aquí no vale que el monopolio sea estatal o no estatal; es igualmente peligroso, porque 
los gobiernos pueden cambiar y los gobernantes también; no debemos brindar posibilidades para que 
las conductas se aparten de lo que realmente se quiere y de lo que nuestro ordenamiento jurídico 
dispone. 


La lectura de la versión taquigráfica de una de las comparecencias de los visitantes que 
estuvieron aquí, me causó cierta hilaridad debido a la forma cómo fue dicha, mas fue interesante e 
invitaba a la reflexión. El señor Presidente de Andebu, Pedro Abuchalja, decía que si la dictadura 
hubiera tenido este instrumento, se hacía una fiesta. 


Señores Senadores: hay que tener presente que los gobiernos y las personas pasan y las 
leyes quedan; hoy podemos tener garantía de cómo ustedes aplicarían lo que aquí se propone, pero 
nadie es eterno. 


Queremos dejar sentado que creemos que no se trata de un proyecto de ley 
malintencionado, que se ha actuado de buena fe, pero entendemos que lo que se pretende regular 
para que haya un mejor resultado terminará, según nuestro criterio, teniendo el efecto contrario. 


Esta legislación va a contrapelo del mundo; el mundo apunta a la convergencia, al avance de 
la tecnología, a la libre competencia, a la libertad de elegir, y esta iniciativa promueve todo lo contrario. 


Del análisis del texto surge que el único que puede hacer todo es Antel, la que quedará en 
una situación de superioridad lo que, más allá de que se cumpla o no con las normas jurídicas que lo 
permitan, quita libertad a los usuarios y a las demás empresas prestadoras, y pone gravemente en 
riesgo la libertad de expresión. 


No debemos olvidar que en nuestro país rige una ley que busca promover y defender la 
competencia -la Ley N* 18.159-, que es la que debería considerarse en tanto dispone el principio 
general de que todos los mercados estarán regidos por los principios y reglas de la libre competencia, 
excepto las limitaciones establecidas por ley, por razones de interés general; y señala que todas las 
personas físicas y jurídicas públicas y privadas, nacionales y extranjeras, que desarrollen actividades 
económicas, con o sin fines de lucro, en el territorio uruguayo, están obligadas a regirse por los 
principios de la libre competencia a fin de fomentar el bienestar de los actuales y futuros consumidores 
y Usuarios. 


En resumen, no se trata de ley de medios, sino de una ley de medios y telecomunicaciones. 


Afecta y limita el desarrollo de las telecomunicaciones en el país, yendo en contraposición de 
la tendencia mundial de elegir, de competir sanamente en igualdad de condiciones, de compartir y de 
optimizar. 


Se restringe la libertad de los ciudadanos, se discrimina y se pone gravemente en peligro la 
libertad de expresión. 


Se deben regular los servicios por sí mismos, independientemente del medio a través del 
cual se prestan. 


Es fundamental buscar que haya equidad e igualdad en la regulación: mismos servicios 
deben tener igual marco regulatorio. 


Estamos en contra de que se generen y aumenten monopolios, en detrimento de la libertad 
de las personas de poder elegir. 


Las demás empresas de servicios móviles cuentan con infraestructura que perfectamente 
podría ser utilizada y compartida para trasmisión. No hay razones de utilidad pública ni de interés 
general que justifiquen el establecimiento de un monopolio. 


Las incompatibilidades dispuestas carecen de sustento y afectan derechos fundamentales. 


No solo se busca dar ventajas a Antel de esta forma, sino que, como se hace con el Internet 
alámbrico y la no implementación de la portabilidad numérica, se impide a las demás empresas prestar 
su infraestructura, se restringe la libertad de elegir, se limita la inversión privada y la posibilidad de 
compartir inversiones, permitiendo así destinar más fondos a Rentas Generales que podrían ser 
utilizados por otros rubros que lo requirieran. 


Como han manifestado todos los catedráticos que asistieron al Parlamento, este proyecto de 
ley requiere de mayorías especiales. 


Hay artículos que pueden arrastrar esta norma rumbo a la inconstitucionalidad. En los 
hechos, salvaguarda los derechos de un solo operador de TV satelital, habilitando a que solo una 
empresa pueda prestar el servicio a nivel nacional y discriminando a otras que también lo han 
requerido. 


En suma, señores Senadores, sobre sus hombros hay una responsabilidad enorme; lo que 
hoy se haga es fundamental. Se debe dar seguridad para el desarrollo del país, así como respetar y 
atender lo dispuesto en nuestra Constitución y en nuestras normas. La tecnología pone a nuestro 
alcance posibilidades inimaginables y puede mejorar nuestra vida de mil formas. Tengan presente que 
las definiciones que se tomen determinarán el futuro de las telecomunicaciones de nuestro país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR HEBER.- Me parece muy relevante e importante lo dicho en esta exposición, que 
consultaremos en la medida en que concurran otros invitados. En la Comisión tratamos de no 
polemizar ni de emitir juicios de valor, sino de hacer preguntas, pero está muy clara la posición de la 
Cámara de las Telecomunicaciones del Uruguay en cuanto a que acá se crea un megamonopolio - 
como se ha dicho- lo que, naturalmente, genera una situación de falta de transparencia en la 
competencia; a su vez, se trata de un tema que, a nuestro juicio, requiere de mayorías especiales. 


A efectos de tomar nota, pediría que se reiteren los artículos que, a juicio de ustedes, 
requieren modificaciones. 


SEÑOR DERRÉGIBUS.- Serían los artículos 48, 70 y 88. Hay que distinguir muy bien la numeración. 
Prácticamente lo único que cambió del proyecto original y el aprobado en la Cámara de 
Representantes es la numeración, por lo que hay que ser muy cuidadosos en lo que respecta al 
cambio de los artículos. 


SEÑOR HEBER.- El señor Derrégibus dijo, en un principio, que la Cámara que representa no había 
sido tomada en cuenta. Lo cierto es que uno de los argumentos del Poder Ejecutivo es que sobre este 
proyecto de ley -que claramente tiene que ver con las telecomunicaciones- fue consultado un amplio 
espectro de gente. De hecho, muchos de nuestros invitados anteriores dijeron que, efectivamente, 
habían participado; sin embargo, creo haber entendido que ustedes, como Cámara, aparentemente no 
fueron convocados a una instancia de consulta como para poder dar su opinión. 


SEÑOR DERRÉGIBUS.- En realidad, en ningún momento fuimos consultados. Sí nos invitaron a la 
Cámara de Representantes, donde hicimos una exposición, pero no participamos en la instancia de 
redacción. 


Vale destacar que el título de esto no incluye a las telecomunicaciones, pero alcanza con leer 
la primera hoja para darse cuenta de que, ciertamente, las telecomunicaciones forman una parte muy 
importante de este proyecto de ley, con el solo hecho de dejar fuera el protocolo de internet. En 
definitiva, si en el proyecto buscamos las referencias a las telecomunicaciones, vemos que son 
numerosas. Asimismo, se hace mención a un operador de telecomunicaciones, otorgándole 
determinadas potestades, lo que sin duda afecta mucho a este mercado. 


La respuesta concreta a la pregunta del señor Senador es que no fuimos consultados. 


SEÑOR GALLINAL.- En atención al conocimiento de nuestros invitados, me gustaría pedirles que nos 
dieran una definición clara de lo que significa el término “protocolo internet”. Hay quien cree que es 
simplemente internet. En verdad, si tuviéramos suficientemente clara la definición, sabríamos bien qué 
es lo que queda fuera del proyecto de ley. 


SEÑOR DERRÉGIBUS.- El concepto de protocolo internet es mucho más amplio que lo que 
normalmente se entiende por internet. Si se busca la definición de internet, se constata que es un 
conjunto de redes físicas conectadas globalmente que posibilitan la trasmisión de información entre 
dos puntos, al que se suman recursos para almacenar datos y elementos sociales, posibilitando la 
colaboración y comunicación entre las personas. De pronto, se trata de una definición un poco 
compleja, pero, en definitiva, internet es todo: es buscar algo en un buscador en Google, es enviar un 
correo electrónico, es una red social, es WhatsApp, etcétera. 


Cuando hablamos de igual regulación para iguales servicios, vemos que hoy existen 
desequilibrios bastante importantes. Actualmente, un operador de telefonía móvil tiene reglas muy 
estrictas que debe cumplir para dar servicios de voz y de mensajería, a fin de evitar que se cometa 
algún error y haya problemas de confidencialidad en las comunicaciones. Ahora bien; WhatsApp, Viber, 
Skype y Line, cumplen exactamente las mismas funciones y no tienen ningún tipo de regulación. 
Enfocándome en la pregunta que realizó el señor Senador, digo que internet es mucho más que 
conectarse a internet; es todo; de ahí la importancia que los Legisladores deben dar a este tema. Ese 
artículo 1%, con la excepción que establece, es muy trascendente como para no considerarla como tal. 


SEÑOR GALLINAL.- Mi pregunta no estaba referida tanto a internet, sino al protocolo internet, ya que 
muchas veces se cree que ambos conceptos significan lo mismo. Tengo entendido, por ejemplo, que 
“protocolo internet”, en su más amplia definición -que es lo que quedaría fuera del proyecto de ley, 
pues no se habla de protocolo de internet, sino de protocolo internet-, sería el vehículo de mayor 
calidad para prestar servicios de televisión. Quiero saber si es correcto el alcance, porque entonces ahí 
sí se abre el espacio suficiente y el fundamento jurídico para decir que si bien el proyecto no se titula 
“de telecomunicaciones”, al dejar afuera el instrumento que tiene más futuro en la materia, 
obviamente, no solamente estaríamos consagrando un monopolio, sino que además estaríamos 
deteniendo el progreso que, en el área de las telecomunicaciones va de la mano de la inversión pública 
y privada; muchas veces más de la mano de la inversión privada que de la pública. Si dejamos un 
monopolio de protocolo de Internet en manos del Estado, además de que estamos hablando de 
telecomunicaciones estaríamos -de ser correcto mi razonamiento- poniendo un freno al desarrollo y a 
la inversión en esta materia que -como bien dijeron ustedes- ya no es un tema del mañana sino del 
hoy. 


SEÑOR DERRÉGIBUS.- Es correcta la afirmación del señor Senador Gallinal. En parte de mi 
exposición traté, de alguna manera, de poner luz a este tema cuando hablé de las cifras, de qué es lo 
que pasa en un segundo de Internet, y mostrando qué cosas hay. Eso es Internet, no solo las 
búsquedas sino todo. También dije que el 50% de lo que transita por nuestras redes son videos, no 
solo de Youtube, sino de los canales de televisión no tradicionales. Esta es una industria 
extremadamente cambiante por lo cual el trabajo de los señores Senadores no es nada sencillo, como 
tampoco lo es el nuestro. ¿Por qué? Porque los actores van cambiando de un área a otra en forma 
permanente y hay que estar muy atentos. La innovación es permanente. Si yo menciono dos marcas, 
Ray-Ban y Amazon, me gustaría que alguien me conteste lo que viene a la mente. Cuando digo ray- 
ban seguramente piensan en lentes y cuando digo Amazon en libros. Bien, Ray-Ban está cerrando un 
acuerdo con Google para el Google Glass, con el fin de trabajar en lo que es Internet a través de 
realidad virtual. En el caso de Amazon, donde seguramente algún señor Senador habrá comprado 
algún libro, está entrando en la industria de la televisión cable, también a través de Internet. Entonces, 
esto es extremadamente dinámico y complejo, pero lo cierto es que el mundo va hacia ese lado. Por 
eso yo les decía con todo respeto que este proyecto de ley trata de abordar algo con extremo cuidado 
hacia un sector y para mí es como si se estuviera vigilando la puerta de delante de la casa, mientras 
que por atrás, por la puerta de la cocina, entra otra cosa con una tremenda corriente que es 
prácticamente imparable. El tema es que si regulamos a los de siempre y dejamos de regular a los 
otros vamos a lograr un desequilibrio muy fuerte. No se trata solo de lo que tenemos que regular, acá 
estamos hablando de comunicación, de medios de comunicación, de expresión y la línea que lo separa 
de la libertad es muy vaga. 


SEÑOR HEBER.- Pensé en realizar algunas preguntas que, en parte, ya fueron contestadas con la 
afirmación que se hizo frente a la interrogante del señor Senador Gallinal. 


Mirándolo desde un punto de vista nacional, siento que nos están diciendo: “Miren, estamos 
compitiendo duramente y vamos a tener que competir más duramente en el futuro, sobre todo con el 
avance en materia de las telecomunicaciones.” Y aquí venimos con un criterio, a veces hasta antiguo, 
de darle una fortaleza y un megamonopolio a Antel. Lo que nuestro invitado decía recién acerca de la 
“puerta de la cocina” es que se va a competir deslealmente con quienes están instalados, aportan, 
emplean mano de obra y desarrollan sus proyectos en nuestro país. 


Esto lo planteo como reflexión y no ya como pregunta. Después de esta entrevista, me da la 
sensación de que están diciendo: “Nos pegan por los dos lados. Aquí le dan una fortaleza muy grande 
a Antel para competir con nosotros y, además y por otro lado, esa competencia es absurda frente a los 
avances que se vienen en el mundo, en donde nos tendrían que dejar las manos libres para poder 
competir y generar, aquí, en Uruguay, la creatividad y la tecnología necesarias para poder formar una 
especie de anticuerpo frente al avance tecnológico actual”. 


Esta es la reflexión, reitero, que quería plantear; quisiera saber si, en función de esta 
entrevista, estoy en lo cierto o me alejo de la visión de nuestros invitados. 


SEÑOR DERRÉGIBUS.- El señor Senador Heber está en lo cierto cuando habla de empresas que 
trabajan y que aportan aquí, en Uruguay. 


Volviendo al caso de las aplicaciones WhatsApp, Skype o Viber -quizás porque sean algo de 
uso de los señores Senadores o, incluso, de sus hijos-, ¿cuánto aportan al Estado uruguayo? Hoy las 
empresas que estamos establecidas aportamos lo que corresponde; cada mensaje que se envía y que 
se paga incluye su cuota de IVA y, en definitiva, los impuestos pertinentes. El señor Senador Heber se 
preguntaba cuánto aportamos y si existe desequilibrio en ese sentido. 


Ahora bien; ¿tenemos que mirar hacia el costado y decirle “no” a WhatsApp o a Skype? No, 
porque son una realidad y creo que debemos adaptarnos a ella. Hoy los gobernantes, los reguladores y 
nosotros mismos tenemos la difícil tarea de ver cómo se puede generar una legislación que sea 
suficientemente equilibrada en esta materia y, en ese sentido, reitero nuestra total disposición para 
colaborar en lo que esté a nuestro alcance. 


Reitero nuestro agradecimiento de ser recibidos por los señores Senadores que, insisto, 
tienen sobre sus hombros una tarea que no es fácil, la de escuchar; en este sentido, quedamos 
permanentemente a su disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las autoridades de la Cámara de 
Telecomunicaciones del Uruguay; les pedimos que dejen el documento correspondiente y, si lo tienen 
en soporte electrónico, mejor. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Cámara de Telecomunicaciones del Uruguay.) 


(Ingresan a Sala representantes de la Coalición por una Comunicación Democrática.) 


-En nombre de la Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios damos la 
bienvenida a los representantes de la Coalición Comunitaria Democrática, a los efectos de conocer la 
opinión que les merece el proyecto de ley relativo a la prestación de servicios de radio, televisión y 
otros servicios de comunicación audiovisual. 


Partimos de la base que nuestros visitantes ya han leído las versiones taquigráficas de la 
Cámara de Representantes y que están en conocimiento de las modificaciones que se han realizado 
en ese ámbito: por lo tanto, la metodología a seguir sería hacer foco en los temas que generen algún 
tipo de comentario conceptual. Si tienen alguna modificación, pediríamos que las ordenaran para 
facilitar, luego, el trabajo de la Secretaría. Menciono esto porque, después, vamos a trabajar en el 
articulado con todas las propuestas de modificación que nos hayan presentado. 


SEÑOR KAPLÚN.- Represento a la Universidad de la República y se me ha encomendado hacer una 
mención a dos cuestiones, una general y la otra muy específica. La general tiene que ver con una 
postura de la Facultad de Información y Comunicación de la Universidad de la República sobre la ley y, 
en ese sentido existe una resolución. Adelanto que trajimos un documento que si se distribuye, los 
señores Senadores podrán observarlo. Este material es muy reciente, de febrero, y como es breve le 
voy a dar lectura. Es una postura general frente a la primera etapa del trámite parlamentario del 
proyecto de ley. El documento dice: “El Consejo de la Facultad resuelve: 


1 - Expresar el beneplácito por este primer paso” -se refiere a la aprobación del proyecto de 
ley en la Cámara de Representantes- “que significará un notorio avance en materia de democratización 
de las comunicaciones y actualización del marco regulatorio vigente en el país, cuyos aspectos 
fundamentales no han sido modificados desde tiempos de la dictadura cívico-militar. El proyecto 
contiene disposiciones referidas a la transparencia en la adjudicación de frecuencias, limitaciones a la 
concentración de medios de comunicación, promoción de la industria audiovisual nacional y derechos 
de las audiencias, entre otros aspectos importantes. 


2 - Compartir, en este sentido, lo expresado en el comunicado de la Coalición por una 
Comunicación Democrática, que integramos, en el que se detallan aspectos de la norma que tiene 
ahora media sanción parlamentaria”. 


El tercer punto es bien importante para nosotros porque en él manifestábamos una 
preocupación general por los cambios introducidos a última hora en la Cámara de Representantes, 
donde en función de los plazos constitucionales se optó por no crear un Consejo de Comunicación 
Audiovisual con independencia del Poder Ejecutivo, asignando a la Ursec las competencias previstas 
para el mismo. Para la Universidad de la República, este punto es particularmente preocupante. En 
realidad, se trata de una modificación que se introdujo en la Cámara de Representantes, ya que el 
proyecto de ley original no planteaba esta solución sino otra vinculada al Consejo de Comunicación 
Audiovisual. Cuando concurrimos a la Cámara de Representantes el año pasado, varios de nosotros -y 
me incluyo- insistimos en la necesidad de que este organismo tuviera independencia del Poder 
Ejecutivo. Finalmente parecía que eso se había logrado porque llegamos a ver una redacción que iba 
en este sentido pero lo cierto es que se volvió a cambiar a último minuto. 


Finalmente queremos manifestar también nuestra preocupación -y esto es lo que nos llevará 
al punto específico- porque aunque el texto aprobado contiene referencias al tema, no se incluyó un 
capítulo sobre educación para la comunicación que contemplara los acuerdos alcanzados al respecto 
en el Comité Técnico Consultivo que discutió las bases de este proyecto de ley en el 2010, y cuyo texto 
base entregamos a la Comisión parlamentaria en julio de 2013. 


Finalmente decimos que expresamos nuestro deseo de que el Senado dé rápido tratamiento 
al proyecto de ley, atendiendo estas preocupaciones. 


Voy a hacer una referencia específica con respecto al punto cuarto de esta resolución del 
Consejo de la Facultad pero antes quiero recordar algo más general. Supongo que los señores 
Senadores conocen el trabajo que hizo el Comité Técnico Consultivo, convocado por el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería en el 2010. Destaco que presidí ese Comité a pedido del Ministerio y si 
bien supongo que conocen este trabajo, por las dudas, he traído un ejemplar que les voy a dejar, 
donde se recopila todo lo que se trabajó en ese momento. En este libro, hay veinte páginas que son el 
informe del Comité Consultivo que presidí. Justamente, hoy me acompañan dos compañeras que 
también lo integraron en representación de distintas organizaciones. 


Quisiera mencionar que este Comité estuvo integrado, entre otros, por Rafael Inchausti, 
Presidente de Andebu y Juan Brañas, Presidente de Rami. Digo esto porque tanto para el tema 
específico al que me voy a referir como para los generales, hay que recordar que el Comité Consultivo 
contó con un altísimo nivel de acuerdo, más que el que esperábamos todos los actores. Eso se dice 
especialmente en el informe del Comité y lo hemos comentado con muchos de los actores que allí 
estábamos. Por nuestra parte, ya teníamos un vínculo previo con personas como Inchausti o Brañas, 
por cuestiones académicas y profesionales, que aun hoy mantenemos y recordamos con cariño el 
trabajo de ese Comité. Sin embargo, también nos preocupa mucho la forma en que todo esto luego se 
desperdició, al no haber aprovechado aquellos acuerdos. Cuando leímos las versiones taquigráficas de 
las sesiones de esta Comisión del Senado, nos sorprendieron algunas intervenciones de Andebu en 
una dirección muy distinta. Reitero que eso nos sorprende porque el trabajo del Comité tuvo altísimos 
niveles de acuerdo. Obviamente, hubo algunos desacuerdos y éstos están especialmente marcados. 
Fui el redactor de la primera versión del informe final y me preocupé de que esos desacuerdos también 
estuvieran reflejados porque los hubo, aunque fueron muy pocos. 


Uno de los puntos que generó caluroso acuerdo fue el vinculado al Capítulo 9 del informe, 
relativo a la educación para la comunicación, que hemos incluido nuevamente en el material que les 
hemos traído. 


Hace un rato lo enviamos en versión electrónica a la Secretaría de la Comisión; pueden 
volver a leerlo si lo desean. Son dos páginas de esas veinte, que no solo tiene el acuerdo de todo el 
Comité -y las compañeras no me dejan mentir en esto-, sino que fueron uno de los puntos donde se 
ponía el énfasis en que había que incorporar a una ley de servicios de comunicación un capítulo de 
este tipo. 


El año pasado, a la vista de la primera versión del proyecto de ley que había enviado el 
Poder Ejecutivo y de encontrar que eso no estaba, nos llevó a traer una propuesta de un capítulo de 
este tipo. Así, pues, la presentamos en la Cámara de Representantes y en julio del año pasado 
sentimos que tuvo una muy buena receptividad, tal como lo manifestaron todos los Diputados de todos 
los Partidos. Eso parecía lógico porque este es de los puntos que no tienen desacuerdos partidarios y 
todo el mundo coincide en que hay que trabajar fuertemente en esa dirección. Lamentablemente, el 
proyecto de ley aprobado en la Cámara de Representantes, no tiene ese capítulo. 


Frente a esta situación, estos días estuvimos reflexionando sobre qué hacer. Sabemos que 
ustedes están con cierta prisa, lo que es razonable. Nos parece bien que se apure el trámite del 
proyecto de ley y, por tanto, traemos una propuesta a la Comisión, que son las últimas dos páginas del 
documento que ustedes tienen allí y de las cuales lo único nuevo son dos párrafos. Se trata de una 
propuesta de incorporación, ya no de un capítulo sino solamente de dos incisos en dos artículos del 
proyecto de ley tal como está. 


En la documentación está todo el capítulo del informe del Comité Consultivo, que es útil por 
si luego ustedes quieren repasar los fundamentos de lo que vamos a proponer a continuación. Es lo 
que aprobó el Comité Consultivo. Allí hay cuestiones conceptuales mucho más extensas. Lo que ahora 
estamos proponiendo es lo siguiente: ¿cuál es el lugar adecuado para incorporar esto? Hay distintas 
posibilidades y las institucionalidades en el mundo son diversas. Si uno observa el panorama mundial - 
y en este sentido nosotros conocemos bastante bien este tema- es muy habitual que los Ministerios de 
Educación tengan un área dedicada a este asunto. Para darles un ejemplo de los más famosos en el 
mundo, el Clemi -Centro de enlace de la educación y de los medios de información- es una enorme 
institución francesa que está en el Ministerio de Educación. Si los señores Senadores lo desean, 
pueden encontrar información al respecto en Internet. Ese puede ser un lugar. ¿Pueden ser los 
consejos audiovisuales? Sí, y también se han realizado muchas experiencias en el mundo. ¿Pueden 
ser las defensorías, que están en muchas instituciones? Sí, también pueden serlo. Nos pareció - 
admitimos que es discutible- que un buen lugar podría ser la defensoría, sobre todo en el estado en el 
que se encuentra el proyecto de ley ahora, donde ya es difícil incorporar elementos nuevos si uno no 
desarma completamente el proyecto de ley. 


Por tanto, nuestra propuesta es incorporar un inciso programático -que ahora voy a leer y a 
explicar de qué se trata- como una de las tareas, de los cometidos de la Defensoría y, a su vez, entre 


las facultades, algunas tareas concretas referidas a esto. 


Además, por las dudas -porque no queríamos cometer errores que pudieran ser un problema 
para ustedes en el futuro-, hace unos días consultamos a casi todas las instituciones que aquí se 
mencionan y con las que hay que coordinar, muy especialmente con la Institución Nacional de 
Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. Planteo este aspecto porque al pasarle a la Defensoría 
esta tarea es allí donde, precisamente, quedaría radicada esta función. Ustedes recordarán que el 
proyecto de ley le asigna a la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo la 
defensoría del público, con la creación de un relator especial pero en ese ámbito. 


En consecuencia, lo que proponemos tiene que ver con el artículo 66, que está dentro del 
Capítulo IV, del Título VI -donde está la Defensoría del público-, y es incorporar después del inciso E) - 
donde se describen todos los cometidos- un cometido más -que sería el F), si se mantienen los demás- 
que establecería lo siguiente: “Promover la educación de la ciudadanía para el ejercicio de la 
comunicación, la libertad de expresión y el derecho a la información, favoreciendo la recepción crítica y 
el uso inteligente y creativo de los servicios de comunicación audiovisuales”. Esto haría a los cometidos 
y, para que se entienda el conjunto, a la hora de ver las facultades, casi al final, agregaríamos un literal 
G), que no sería el último porque este dice: “Toda otra acción dirigida a promover y defender los 
legítimos intereses de las personas y los usuarios de acuerdo a los términos establecidos en la ley”, y 
suponemos que es de buena práctica dejarlo siempre para el final. Concretamente, el literal G), diría: 
“Coordinar la formulación, implementación y evaluación de un Plan Nacional de Educación para la 
Comunicación que comprenda la alfabetización mediática y el desarrollo de las competencias 
comunicacionales de todos los ciudadanos, el estímulo al papel educativo de los medios, la formación 
profesional de calidad y la investigación sobre estas áreas. En la formulación del Plan Nacional de 
Educación para la Comunicación, coordinará acciones con el Ministerio de Educación y Cultura, el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, la Administración Nacional de Educación Pública y la 
Universidad de la República. También deberán ser convocados los servicios de comunicación 
audiovisual, trabajadores, empresarios, asociaciones y profesionales del sector, instituciones 
educativas, organizaciones de la sociedad civil, educadores e investigadores”. Voy a explicar la idea, 
pero si ustedes repasan las actas del Comité Técnico Consultivo y el Capítulo 9 del informe del Comité 
del año 2010, que son solo dos páginas, podrán entender cuál es el sentido del Plan Nacional de 
Educación para la Comunicación y por qué, en principio -obviamente estamos abiertos a otras ideas en 
este sentido-, nos parece que la Defensoría podría asumir esta tarea. 


El Plan Nacional de Educación para la Comunicación es un conjunto grande de acciones y 
no se trata de que la Defensoría deba realizarlas, pero sí hay que formularlo, asegurarse de que su 
implementación se lleve a cabo y hay que evaluarlo. Esto implica coordinar a muchos actores. La 
ANEP claramente tiene que intervenir; en las escuelas, liceos y escuelas técnicas de nuestro país hay 
que incorporar esto. De hecho ya hay muchas experiencias de incorporación de esta temática en esos 
ámbitos, pero hay que potenciarla mucho más y darle una cierta rectoría u orientación. Por supuesto 
que tiene competencia el Ministerio de Educación y Cultura, pero también el Ministerio de Industria - 
porque allí está la Dirección Nacional de Telecomunicaciones y Servicios de Comunicación Audiovisual, 
que tiene competencias en este terreno- y, sin duda, la Universidad de la República -nos tocan las 
generales de la ley- porque tenemos una serie de aspectos desarrollados y muchos otros que podemos 
y debemos desarrollar más respecto a esto. Tenemos, por ejemplo, formación en educación para los 
medios pero también tenemos la responsabilidad de formar profesionales y la responsabilidad de la 
investigación en estas áreas. 


También hay que convocar al resto de los actores: a los propios medios, a las asociaciones 
profesionales, a los sindicatos vinculados al tema, a las universidades privadas -por eso se habla del 
conjunto de las instituciones educativas- y a los actores de la sociedad civil. De hecho, van a ver 
ustedes muchas ideas vinculadas a la educación que vienen desde todos los otros temas. 


Para terminar, cabe preguntarse por qué pensamos en un Plan Nacional de Educación para 
la Comunicación y qué comprende. Creemos que distintos actores están haciendo algunas cosas y 
tienen muchas otras para hacer. Es de destacar que hay experiencias latinoamericanas, europeas -que 
es donde se han desarrollado más- y norteamericanas en este sentido. Además, hay que entender que 
un Plan de este tipo, como se entiende modernamente, debe comprender los siguientes aspectos. Por 
un lado -eso está dicho en el informe-, es necesario potenciar la capacidad crítica de los receptores, es 


decir que el conjunto de los ciudadanos, a la hora de mirar un programa de televisión, escuchar un 
programa de radio o cualquier medio de comunicación, sea capaz de analizarlo críticamente. Es un tipo 
de competencia clave de las ciudadanías de hoy y una ley de este tipo debe incorporarlo, pero también 
debe incorporar la capacidad de los ciudadanos de comunicar, de usar los medios de comunicación. 
Esto en un tiempo parecía algo lejano, algo solo de profesionales, pero cada vez lo es menos. Esto es 
así por dos razones: por un lado porque el ciudadano que entiende más cómo se maneja un medio 
también es mucho más crítico a la hora de recepcionar y, por otro, porque hoy son muchos los medios 
que están al alcance de todos. Nos guste o no, Internet ha democratizado muchísimo las capacidades 
de producir cualquier cosa. Este proyecto no trata el tema de Internet, pero sí se refiere, por ejemplo, a 
la posibilidad de producción audiovisual y esta, hoy, está mucho más al alcance de todos. 


Un segundo aspecto tiene que ver con la formación de profesionales. Esto es clave y 
también tiene que formar parte del Plan Nacional de Educación para la Comunicación. Reconocemos 
las debilidades que tiene nuestra Universidad en este sentido y las estamos tratando de superar. Como 
saben los señores Senadores, hace muy poco tiempo se creó la facultad y este es un paso en esa 
dirección. También tenemos que hacer un esfuerzo general junto con la UTU y todas las instituciones 
privadas y públicas. 


Hay un aspecto que a veces se deja de lado que es la producción de contenidos educativos 
en los propios medios. Se suele pensar -vale la pena que lean lo que acordó el Comité Consultivo en 
2010- que lo educativo en los medios equivale a lo aburrido. Es una pésima idea que consolida la 
muerte de lo educativo en los medios cuando solo se imaginan prácticas de tipo “didactistas”, es decir, 
clases por televisión y por radio. Eso ha tenido una mala historia y fracasos sucesivos en muchos 
países. Lo educativo es otra cosa; en todo el mundo hay experiencias que se basan en pensar lo 
educativo desde otro lugar, desde otro espacio, por ejemplo, ligado a la ficción tanto en televisión, en lo 
audiovisual, como en todo tipo de medios. Entonces, desarrollar esta línea también es clave y en ese 
sentido hay mucho que se puede hacer en coordinación con los demás actores. Por eso es 
fundamental la presencia del Ministerio de Industria, Energía y Minería -que tiene competencias 
específicas en la promoción audiovisual- y del Ministerio de Educación y Cultura. 


Pensamos que estos dos incisos son fáciles de incorporar -tenemos una redacción muy 
precisa- y por supuesto que se puede ajustar y mejorar en todo lo que sea. Cabe agregar que hemos 
consultado a la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo y nos han 
contestado que le parece adecuado asumir la tarea de organización y formulación del plan; no se trata 
de la tarea de llevar adelante un conjunto enorme de acciones que todos estos actores tendrán que 
hacer. 


En síntesis, esto es lo que queríamos trasmitir como propuesta concreta. Las dos últimas 
páginas del informe son clave. Hace un rato enviamos la versión electrónica a la Secretaría de la 
Comisión así que ya la tendrán a disposición. 


SEÑORA BALEATO.- Estoy representando a El Abrojo, organización que hace veinticinco años trabaja 
en temas sociales en nuestro país. Coordino el área de niñez, adolescencia y juventud y dentro de esta 
área, también la Agencia de Comunicación por la Infancia y la Adolescencia. Voz y Vos, que es una 
iniciativa que trabaja en temas de medios de comunicación y niñez. 


Participamos activamente en el Comité Técnico Consultivo General de la Coalición por una 
Comunicación Democrática, trayendo la perspectiva de la promoción y protección de Derechos de 
Niños y Adolescentes en relación a los medios. También participamos directamente en una experiencia 
muy interesante -en las actas hay una publicación que resume el trabajo en ese ámbito, un Comité 
Técnico Consultivo sobre libertad de expresión, derecho a la comunicación y derechos de niños, niñas 
y adolescentes- y felizmente las recomendaciones de ese trabajo -prácticamente todas- se 
incorporaron en el Capítulo Il de esta iniciativa. Ese proceso fue bien interesante. Participaron todos los 
actores pertenecientes a distintos organismos del Estado, del sector privado, las agencias de 
publicidad, las universidades, la sociedad civil y los trabajadores de la comunicación. Repito: fue un 
proceso muy rico. 


Concretamente, en esta oportunidad nos interesaba resaltar la importancia del hecho de que 
Uruguay incorpore en el proyecto de ley específicamente el tema de la promoción y protección de 
derechos para niños, niñas y adolescentes en relación a los medios, y al mismo tiempo proponer 
algunas modificaciones específicas -tengo algunas copias para repartir- con las propuestas concretas. 
En ese sentido, proponemos: modificaciones en los artículos 33 y 34 sobre publicidad dirigida a los 
niños, niñas y adolescentes; un nuevo artículo en el Capítulo de los Derechos Niños, Niñas y 
Adolescentes referido a la institucionalidad; y una propuesta específica de modificación del artículo 61, 
que refiere a la integración de la Comisión Honoraria Asesora de Servicios de Comunicación 
Audiovisual -Chasca-. 


En relación a la publicidad, la propuesta presentada originalmente y que se empezó a 
discutir en la Cámara de Representantes, era bastante amplia y, de alguna manera, contemplaba todas 
las posiciones -se pueden cotejar los resultados obtenidos en el Comité Técnico Consultivo de 
infancia-, llegándose a un consenso en relación a una serie de medidas específicas de regulación que 
era necesario adoptar en cuanto a niños, niñas y adolescentes, a fin de complementar los mecanismos 
de autorregulación que las agencias de publicidad ya tienen en nuestro país. 


En el citado Comité Técnico Consultivo se tomaron algunos de los insumos del Conarp, se 
reconoció como instrumento muy valioso los códigos de autorregulación y se acordó -de manera 
consensual- el poder complementar esos mecanismos de autorregulación -que, en última instancia, 
obligan solo a los que están asociados- con medidas de regulación, en tanto el Estado no puede 
delegar la función de promoción y protección de derechos de todos los niños. 


A continuación, si el señor Presidente lo entiende pertinente -en el entendido que solo traje 
dos copias de la documentación que entregué- centraré mi exposición en los artículos específicos que 
proponemos volver a incorporar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Adelante; tenemos solo dos copias pero nos las repartimos entre los 
Senadores. 


SEÑORA BALEATO.- De acuerdo, señor Presidente. 


En la página 4 hay una propuesta de nueva redacción. La inicial tenía 13 literales en relación 
a restricciones hacia la publicidad, pero en la Cámara de Representantes se aprobó una reducción y 
quedaron 5 literales. Por nuestra parte, planteamos volver a incorporar la mayor parte de los literales 
que se eliminaron. Concretamente, proponemos que se mantengan los literales a), b) y c) y se 
incorporen nuevamente los siguientes. En cuanto a la publicidad dirigida a niños, que se diga que no 
podrá incitar a la violencia, a la comisión de actos delictivos, al consumo de drogas legales e ¡legales o 
a cualquier forma de discriminación; que los productos o servicios especialmente dirigidos a niños, 
niñas y adolescentes, como los juguetes, deben mostrarse en forma comprensible y no deberán inducir 
a error sobre las características de los mismos, ni sobre su seguridad, ni tampoco sobre la capacidad y 
aptitudes necesarias para utilizarlos sin producirse daños; que no se deberá discriminar ni promover 
valores o roles estereotipados que fomenten la discriminación por género, raza, etnia, orientación 
sexual, discapacidad o de cualquier otro tipo; que no puede comprometer valores sociales ni promover 
que la posesión o consumo de un producto concederá al niño ventajas físicas, sociales o psicológicas 
sobre otros; que no puede trasmitir a niños el mensaje de que la imposibilidad de poseer, usar o 
consumir un producto dado los hará menos privilegiados que otros niños o exponerlos al desprecio o al 
ridículo; que la referencia del precio no puede dar a niños, niñas o adolescentes una idea poco realista 
del valor del producto; y que ningún anuncio puede sugerir que el producto anunciado es fácilmente 
accesible para cualquier familia. Esto último refiere, por ejemplo, a la expresión “Puedes conseguirlo 
solo por $ 1.500”. A nivel mundial esta publicidad está regulada. 


Hago un paréntesis aquí para decir que dentro de unos instantes hará uso de la palabra 
Fabio Gomes, de nacionalidad brasileña, quien se especializa en temas de publicidad infantil y 
alimentación, al tiempo que maneja también la experiencia internacional y la práctica en este tema. 


Hay dos últimos literales cuya incorporación a este artículo estamos planteando. Uno de ellos 
se relaciona, específicamente, con la alimentación saludable, y establece que no se deberá persuadir a 
niños y adolescentes de comprar y consumir productos con altos contenidos de grasa, sal y azúcares, 
etcétera. El otro, por su parte, determina que está prohibida la emisión de publicidad no tradicional en 
los programas infantiles, incluyendo el emplazamiento de productos y el auspicio. 


De este modo, dejamos planteada nuestra propuesta, específicamente redactada con la idea 
de que se reincorpore siete literales en el artículo 33 y se extienda el alcance del artículo 34, 
estableciendo restricciones en la publicidad protagonizada por niños, niñas y adolescentes. 


SEÑOR GOMES.- Ante todo, aclaro que mi intervención es como asesor del Programa “Uruguay Crece 
Contigo”. 


En verdad, el literal j) había sido incluido en la versión aprobada por la Cámara de 
Representantes, solo que hemos hecho una aclaración para que, cuando se monitoree el cumplimiento 
de esta normativa, quede más claro cuál es la definición de producto con alto contenido de grasa, 
azúcar y sal. Simplemente, hemos hecho una propuesta para que la redacción sea más clara. 


En el caso del artículo 34 hemos sugerido que, además de las bebidas alcohólicas y 
cigarrillos, se incluya los alimentos previstos en el artículo 33, que son los de alto contenido de grasas, 
azúcar o calorías, a efectos de mantener una coherencia entre las dos disposiciones. 


SEÑORA BALEATO.- En los otros dos artículos referidos a la institucionalidad de niñez y 
adolescencia, proponemos la creación de un Consejo Asesor de la Comunicación Audiovisual y la 
Infancia, esto es, un ámbito institucional específico que aborde los temas del vínculo entre las 
infancias, las adolescencias y los medios de comunicación audiovisual, teniendo presente el peso 
socializador que tienen los medios en relación con niños y adolescentes. 


La idea no es extender el alcance de esta normativa, pero hay muchos estudios que 
demuestran que actualmente los medios de comunicación son una institución socializadora tan 
importante como la familia, el sistema educativo o los espacios públicos. Si como sociedad generamos 
una serie de recomendaciones, de cuidados, etcétera, en torno a lo que se puede o no, al tipo de 
valores que queremos promover y demás, dentro de la familia, dentro del sistema educativo y en los 
espacios públicos para con nuestros niños, también debemos tomar en cuenta este nuevo actor y este 
escenario de formación de nuestras nuevas generaciones como un espacio muy importante, que 
requiere la participación de distintos actores institucionales. Por eso proponíamos la creación de un 
Consejo Asesor y planteábamos una serie de funciones que nos parecía que ese ámbito debería 
desarrollar, tales como las ligadas a la educación para la comunicación, a las tecnologías de la 
información y a la necesidad de generar investigaciones y estudios sobre estos temas. La sociedad 
uruguaya prácticamente no ha realizado estudios y, por ende, no tiene conocimiento de qué está 
pasando en relación con los niños, los adolescentes y los medios de comunicación; es un campo que 
necesitamos conocer mucho más, para poder tomar decisiones en materia de políticas públicas. 


Otra de las funciones del mencionado Consejo sería elaborar recomendaciones sobre la 
calidad de la producción audiovisual. 


Además, planteábamos un concepto amplio en el sentido de que ese ámbito propiciara todas 
las coordinaciones interinstitucionales imprescindibles, a efectos de promover y proteger los derechos 
de niños, niñas y adolescentes. 


La idea que rescatamos y valoramos del espíritu de este proyecto de ley es que no se centra 
solo en la regulación negativa, es decir, en proteger a los niños de los eventuales daños que los 
medios puedan ocasionarles, sino que promueve derechos, lo que es también una obligación del 
Estado. 


Con respecto al artículo 61, proponemos un cambio muy mínimo -tal como figura en la 
documentación que les hemos entregado- en cuanto a la integración del Chasca. En concreto, se 


pretende aumentar la representación de la sociedad civil en el organismo. 
SEÑORA FONTELA.- Vengo en representación de la Red Especial Uruguaya. 


Ante todo, me parece importante resaltar que la persona que iba a participar de este evento 
tiene una discapacidad. Desde el año 2000 nuestra institución ha venido promoviendo los derechos de 
las personas con discapacidad, así como también su participación efectiva, en la medida en que ello 
resulte posible. Lamentablemente, por cuestiones de salud la persona que dirige nuestra institución no 
pudo concurrir a esta reunión. 


Como decía, la Red Especial Uruguaya es una asociación civil sin fines de lucro, creada en 
el año 2000. Promovemos los derechos de las personas con discapacidad y, sobre todo, la 
accesibilidad, que consideramos como un derecho humano fundamental. Desde hace tres años 
participamos aportando a la Coalición por una Comunicación Democrática, pues nos parecía que el 
tema de la discapacidad no estaba siendo suficientemente discutido. Por eso, teníamos que poner 
énfasis en determinadas cosas que nos parecen fundamentales. 


No voy a ahondar en la importancia que el acceso a las tecnologías, a la información y a las 
comunicaciones tiene para todas las personas, pero sí voy a magnificar lo importante que todo eso es 
para la gente con discapacidad. Debido a la inaccesibilidad edilicia, tanto en ciudades como en 
pueblos, la comunicación y los medios de comunicación se transforman, a veces, en el único vínculo 
que tienen estas personas con la educación, con la información general y con el entretenimiento. 


A este respecto, nos parece fundamental que en la discusión de este proyecto de ley se 
tenga presente la Convención de la ONU sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que 
ha sido ratificada por el Uruguay. Nuestro país debe ir acompasando la legislación interna con esa 
normativa. Es importante que se tengan en cuenta determinados artículos -después les voy a 
acercar la información correspondiente- que mucho tienen que ver con el proyecto de ley a 
consideración. Uno de ellos refiere, por ejemplo, al pleno ejercicio de los derechos humanos de las 
personas con discapacidad. En suma, son medidas legislativas, administrativas y de otras índoles, que 
deben ser tenidas en cuenta, con el fin de que se reconozcan los derechos de estas personas. 


La pobreza genera discapacidad, y viceversa. Debido a ello, el sector del que hablamos es 
doblemente vulnerable. Sería importante que, al amparo de esta normativa, se tuviera una visión 
especial, pues para la igualdad de oportunidades debe tenerse en cuenta la accesibilidad de todas las 
personas. Á veces la igualdad se toma como que todos somos iguales, pero para que eso sea 
efectivamente así debemos dar garantías en tal sentido y, justamente, es el Estado el que tiene que 
garantizar esa igualdad, posibilitando la accesibilidad a los diferentes medios de comunicación -en 
este caso-, así como también las ayudas técnicas especiales. 


Una de las cosas que estamos resaltando tiene que ver con los decodificadores accesibles. 
Al momento de ingresar esta tecnología, las personas deben tener la accesibilidad correspondiente, al 
tiempo que debe haber involucramiento de las universidades y facultades. A su vez, necesitamos 
soluciones que puedan generarse y desarrollarse dentro de nuestra propia sociedad. Justamente, uno 
de los artículos de la Convención hace referencia a emprender, promover e investigar el desarrollo de 
este tipo de tecnologías que aseguren la accesibilidad a las personas con discapacidad. 


Otro de los aspectos que nos preocupa mucho tiene que ver con la educación -de la que 
hablaba nuestro compañero- en los medios de comunicación, ya sea por parte de los comunicadores 
como de los medios propiamente dicho porque una mentira dicha muchas veces, termina resultando 
una verdad. A nivel de la sociedad, los contenidos en general de los medios de comunicación dan una 
visión muy negativa de las personas con discapacidad, mostrándolas siempre como personas dignas 
de lástima y nunca desde sus propias capacidades. Desde ese punto de vista, creemos que se 
necesita mucha educación a nivel del lenguaje ya que una palabra puede sentenciar a una persona. La 
persona discapacitada no es “el discapacitado” sino que, primero, es persona. Eso es lo que se debe 
tener en cuenta al momento de estudiar los artículos de este proyecto de ley. Creemos que el tema de 
la discapacidad, al igual que el de la infancia, merece la pena ser tomado en cuenta desde el punto de 


vista del lenguaje, de los conceptos y de la capacidad de las personas que estén relacionadas al 
mismo. 


Pensamos que podría existir, no sé si dentro del Consejo de Comunicación Audiovisual o de 
qué manera -como decía nuestro compañero-, una especie de vigilancia en la que deberíamos tener 
una representación especial de las personas con discapacidad ya sea mediante personas específicas o 
a través de las instituciones que las representan. 


Cabe destacar que la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, en 
los artículos 9, “Accesibilidad”, 21, “Libertad de expresión y de opinión y acceso a la información” y 30, 
“Participación en la vida cultural, las actividades recreativas, el esparcimiento y el deporte”, hacen 
referencia a la accesibilidad universal de la que tanto hablamos y nos preocupa. 


Creemos que es muy importante el compromiso que se genere a partir de la aprobación de 
este proyecto de ley, incluyendo porcentajes de programas accesibles, graduales pero específicos, 
reales y pasibles de ser llevados a cabo y, sobre todo, que exista una fiscalización de ello. Es 
imprescindible que todas las iniciativas que se lleven adelante con respecto a la creación de una 
defensoría o de un defensor de audiencias contemplen los requisitos de accesibilidad universal 
necesarios para que las personas con distintas discapacidades puedan interactuar en igualdad de 
condiciones a las demás. Asimismo, consideramos que es necesario tener una formación sobre los 
derechos de las personas con discapacidad y sobre los requerimientos específicos de cada 
discapacidad. Por lo general, pensamos que estamos aludiendo solamente a las personas con 
discapacidad visual y auditiva. El término “solamente” refiere a más de 1:500.000 personas, de las 
cuales 250.606 -según el último censo- reconocieron tener una dificultad permanente para ver y 93.123 
declararon tener dificultades permanentes para oír. A ello debemos sumar las personas que no tienen 
una dificultad permanente pero sí parcial o paulatina, las personas que no reconocen tener una 
discapacidad, el adulto mayor y los otros colectivos que se favorecen con este tipo de iniciativa como 
las personas que tienen discapacidad intelectual, los extranjeros que quieren, a través de subtitulados, 
aprender nuestro idioma e infinidad de colectivos más que se verán beneficiados con la accesibilidad 
de las personas con discapacidad. 


Agradecemos la oportunidad que se nos brindó de estar hoy aquí. Estamos a las órdenes 
para realizar cualquier otro aporte al respecto y para continuar trabajando en una sociedad más 
inclusiva y justa. 


SEÑORA CELIBERTI.- He venido en representación de Cotidiano Mujer, un colectivo feminista 
dedicado a la comunicación y a los derechos humanos, que el año próximo cumple treinta años de 
existencia, ya que nació con la recuperación de la democracia en el Uruguay. Estamos trabajamos 
desde hace muchos años, hemos hecho una cantidad de seminarios sobre comunicación y género, 
unos cuantos monitoreos de medios, etcétera. 


La propuesta que traemos la hemos llevado, en parte, a la Cámara de Representantes, pero 
ha sido una gran decepción para nosotras, y no solo para nosotras porque, como verán, este trabajo 
fue hecho también por la Comisión de Género de la Asociación de la Prensa Uruguaya, por muchas 
periodistas y algunas abogadas independientes, quienes hicieron -y me incluyo- una convocatoria para 
hacer la lectura de estos mensajes. 


Voy a hacer algunas puntualizaciones. La primera de ellas tiene que ver con que la 
legislación de un país no puede ser parcial, sino que el conjunto de normativas legislativas que 
generan reglas -porque, en última instancia, las leyes son las reglas de convivencia que hay en una 
sociedad- tienen que integrar a todos. En este documento nosotras insistimos en la necesidad de 
incorporar a este proyecto de ley algunas leyes que ya fueron promulgadas en el país, así como 
visiones y perspectivas que ya están incorporadas en nuestro cuerpo legislativo y que se refieren a la 
igualdad en términos de consideración, a la no discriminación de género, a la ley sobre violencia 
doméstica, etcétera. Para que se pueda visualizar mejor, hemos elaborado un texto comparativo, en el 
cual colocamos de un lado el articulado original, subrayamos dónde pensamos que tiene que ir la 
incorporación -que está puesta del otro lado-, y pusimos en formato negrita algunas expresiones que 
están en el texto. Como dije, esta propuesta tiene que ver, básicamente, con una cuestión de 


incorporación de perspectivas y visiones que ya están incluidas en otras normas de nuestra legislación 
nacional. 


¿Por qué es importante esto? Porque, como señalaron los diferentes compañeros, nos 
basamos en el Comité Técnico Asesor, del cual yo también participé y puedo decir que fue una muy 
interesante experiencia de diálogo entre empresarios y quienes estamos trabajando por la promoción 
de derechos, que también somos ciudadanos de este país. A veces esos encuentros no se dan 
cotidianamente, entonces, la posibilidad de aunar lenguajes, perspectivas y miradas dentro de una 
sociedad plural y democrática nos parece que es importante. Es por eso que estamos planteando 
incorporaciones que tienen que ver con la igualdad y la no discriminación, en consonancia con los 
términos establecidos en los instrumentos internacionales ratificados por Uruguay. Nos referimos a 
colocar sexo, identidad de género e imagen como aspectos relacionados con la no discriminación, pero 
colocarlos especificamente. ¿Por qué? Porque, obviamente, hay una disputa con respecto a cómo 
aparece la diversidad de personas en la sociedad en general en los medios de comunicación, hay una 
tendencia a estereotipar, pero no solo a las mujeres sino también a los hombres, estereotipos que 
ubican determinados comportamientos en unos y otros. Cuando hablamos de igualdad de género, no 
nos estamos refiriendo exclusivamente a las mujeres, sino a visiones más plurales, y esto tiene que ver 
con una sociedad moderna que avanza. En muchas legislaciones del mundo estos aspectos están 
consagrados y se busca difundirlos. Tal vez, si alguno de ustedes tiene tiempo para mirar televisión por 
cable, verá que hay canales de buena calidad con propuestas que apuntan a la diversidad, a la 
diversidad de perspectivas y de miradas de la sociedad real, la sociedad tal cual es. 


Por lo tanto, no voy a leer los artículos porque están referidos específicamente, sino a 
englobar los agregados en función de cuestiones que ya estaban planteadas en la etapa anterior. 


En particular, en las «Contraprestaciones» nos parece necesario incorporar algunas cosas 
que son de hecho: no solo «las campañas de bien público sobre temas tales como salud, educación, 
niñez y adolescencia», sino también las de igualdad de género -porque esa también es una meta 
democrática compartible por los sectores políticos uruguayos; existe un consenso en la sociedad- y el 
derecho a vivir libre de violencia. Uruguay tiene unos tristes indicadores en relación con la violencia de 
género y la violencia hacia las mujeres, por lo que nos parece que este es un punto significativo. 


Sabemos que en estos temas hay mucha polémica -por eso decía que hay necesidad de 
compatibilizar la igualdad en relación con los medios-, por cuanto nos comprometemos a hacer un 
trabajo dirigido no solamente a lo legislativo, sino también de educación para los medios, de 
concienciación, porque pensamos que esto tiene que ver con un cambio cultural. No puede haber una 
legislación que prohíba el programa de Tinelli, pero quiero una sociedad que no lo mire; lo menciono 
porque es un ejemplo muy claro de cosificación de las mujeres en tanto cuerpo y no en tanto 
integralidad. Desde nuestra perspectiva constituye una violencia explícita que se traslada y que 
también educa en sentido negativo generando patrones de comportamientos que tiene efectos sobre 
las mujeres jóvenes en una sociedad en la que existe el acoso, el abuso, la explotación sexual. No 
estamos hablando de cosas esotéricas, por lo que si podemos contribuir de alguna manera al 
desarrollo de propuestas que al menos pluralicen y generen patrones diferentes, ojalá que sea 
compartido por los dueños de los medios y por quien tiene la responsabilidad de divulgar. 


Simplemente decimos que nos llamó la atención el artículo 28 específicamente, porque está 
redactado exactamente tal como se había sugerido antes, pero hay algunos recortes o ausencias. Ahí 
proponemos que diga: «Los servicios de comunicación audiovisual no podrán difundir contenidos que 
inciten o hagan apología de la discriminación y la violencia a través de mensajes que trasmitan y 
reproduzcan dominación, desigualdad y discriminación en las relaciones sociales naturalizando la 
subordinación de las mujeres en la sociedad», y después sigue el texto como está. 


Básicamente, nuestra propuesta es sencilla y compleja. Es sencilla porque no tiene un 
articulado ni plantea un capítulo nuevo; y es compleja porque sabemos que sobre estas cuestiones que 
hacen a la responsabilidad social de los medios hay que dar un debate nacional, profundizarlo y seguir 
avanzando para que sea un patrón de autorregulación real por parte de los medios, de los periodistas y 
de todos los que tienen la responsabilidad de comunicar algo públicamente. 


Gracias. 


SEÑOR HEBER.- Quisiera hacer algunas preguntas, a fin de entender las modificaciones propuestas. 
Supongo que nuestros invitados habrán seguido la discusión que sobre este proyecto de ley se hizo en 
la Cámara de Representantes. Puedo ver que hay una serie de cambios propuestos y eso, 
obviamente, determina que el proyecto vuelva a la Cámara de Representantes. En lo personal, esto me 
parece bien, porque realmente no entiendo por qué razón existiría apuro por una ley de esta 
naturaleza; inclusive, pienso que las urgencias en estos casos van en desmedro de la calidad 
legislativa. Este es un comentario general que quería realizar antes de formular algunas preguntas. 


La señora Paula Baleato de la organización El Abrojo hizo algunos comentarios sobre los 
artículos 33 y 34. Precisamente, teniendo en cuenta esto fue que consulté acerca de qué fue lo que 
pasó en la Cámara de Representantes para que se eliminaran algunos literales. El artículo 33 habla de 
la publicidad dirigida a niños y el 34 apunta a la publicidad protagonizada por niños. Quizás los señores 
Representantes entendieron que la publicidad protagonizada por niños iba dirigida a los niños y por eso 
no repitieron algunas cláusulas del artículo 33. En realidad, no entiendo por qué se eliminaron algunos 
literales; por ejemplo, el inciso que habla de no poder incitar a la violencia, a la comisión de actos 
delictivos, al consumo de drogas legales e ilegales o cualquier otra forma de discriminación, creo que 
ciertamente debe estar en el proyecto de ley y en forma muy clara. Tal vez nuestros invitados puedan 
ayudarme a entender por qué se eliminó esa parte del articulado. 


Me parece que en otros temas han tratado de lograr una economía reuniendo todas las 
recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud en lo que refiere a alimentos que contengan 
grasa, sal y azúcar. Además, proponen que eso quede claro en el artículo 34. Ahora, me gustaría que 
me convencieran de que la publicidad protagonizada por niños no está contemplada en el artículo 33, 
de que no pueden hacer este tipo de publicidad. ¿Me explico? La publicidad de niños es dirigida a 
ellos, aunque quizás no es así; imagino que por eso no lo reiteran en el artículo 34. Espero que me 
puedan ayudar a comprender un poco qué pasó en la Cámara de Representantes. 


Por ahora, estas son las preguntas que quiero formular, por lo menos para aclarar, porque 
hay aspectos de las modificaciones que no entiendo. 


SEÑORA BALEATO.- Quizás este documento quedó desordenado, porque primero tiene la versión 
inicial -la que envió el Poder Ejecutivo a la Cámara de Representantes- y después está la que aprobó 
dicha Cámara con las modificaciones. 


En la página N* 2 hay parte de la respuesta al Senador donde la Cámara de Representantes 
argumenta por qué sacaron algunos literales. Nosotros, en la siguiente página rebatimos de algún 
modo eso, porque no participamos del debate aunque sí fuimos a dar nuestro punto de vista. En 
algunos casos se plantea un tema de espacio, en otros, como en el caso de la violencia se dice que se 
considera redundante con relación al artículo 31 y nosotros decimos que, en realidad, el artículo 31 
habla de derecho a la privacidad de niños, niñas y adolescentes. No tiene nada que ver con la 
publicidad dirigida hacia niños por lo que, en este caso, es algo importante. Las consideraciones fueron 
de ese tipo. En algunos casos había un literal que planteaba que no se debe incitar directamente a los 
niños, aprovechando su inexperiencia o credulidad. En esa formulación entraban varios de los literales 
que están acá. Nosotros planteamos que establecer que no se debe aprovechar de la credulidad o de 
la inexperiencia es demasiado amplio y que, en realidad, no es un obstáculo dejar estos literales, 
incluso puede facilitar los monitoreos posteriores cuanto más preciso sea el articulado. 


El artículo 34 refiere a la publicidad protagonizada por niños y nosotros propusimos 
especificar que no pueden participar en publicidades, además de las tradicionales como las referidas al 
alcohol y al cigarrillo. Inclusive, especificamos el tipo de alimentos que no pueden ser promovidos por 
niños y adolescentes. Asimismo, pensamos que los menores de 13 años no pueden dar testimonio 
publicitario sobre servicios de cualquier naturaleza, excepto servicios públicos como por ejemplo, 
campañas de salud pública o de educación. El tema de la participación de niños menores de 13 años 
en publicidad o dando testimonio de otro tipo de servicios nos parece que no es adecuado. 


SEÑOR HEBER.- Quiero consultar acerca del artículo 34, que es al que se había referido nuestro 
visitante brasileño. En esta disposición se habla de “cualquier producto perjudicial para la salud física o 
mental” y ¿no cabe aquí también la calificación de la que hablábamos respecto al otro artículo? Tal vez 
se deban tener en cuenta, también, las recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud. 
Quiero preguntar esto, simplemente, para no ser redundante en las consultas. 


SEÑOR GOMES.- Esto es solo para que el texto quede más claro y sea más objetivo porque, por 
ejemplo, todos los otros productos no necesitarían quedar citados. 


Entonces, en definitiva, esto es -repito- para que el texto quede más claro y más objetivo. 


Según entiendo, también quedó en duda por qué hay un artículo 34 si se cree que ya el 
artículo 33 es suficiente, pero es importante la distinción que se plantea. El artículo 34 habla, por 
ejemplo, de situaciones en las que los niños puedan protagonizar publicidades que planteen 
comparaciones en el sentido de que un chico sea mejor que otro porque come tal o cual cosa. 
Entonces, esto también es perjudicial para la salud física y mental de los niños, y no solo de aquellos 
que ven la publicidad sino también de los que la protagonizan. Por este motivo consideramos que la 
distinción planteada es importante. 


SEÑOR KAPLÚN.- Quiero puntualizar algunas cuestiones muy breves. Una de ellas es respecto a la 
iniciativa en general; en ese sentido, destaco lo que, tanto la Coalición, en general, como la 
Universidad, en particular, entienden respecto al proyecto de ley. Lo vemos, en general, como algo 
positivo; hemos insistido en la necesidad de un proyecto de ley de este tipo y nos preocuparía mucho 
que en esta Legislatura no se llegara a terminarlo, ya que hay malas experiencias de otros procesos de 
creación de leyes que, al no finalizar en una Legislatura, su discusión vuelve a empezar después. Hay 
que recordar que cuando muchos de nosotros fuimos convocados, en el año 2010, al Comité 
Consultivo, teníamos una gran esperanza de que esta histórica deuda de la sociedad uruguaya se 
empezara, finalmente, a saldar. Hace mucho tiempo que falta una legislación adecuada en este terreno 
y al día en relación a la situación actual; muchos países del mundo la tienen pero Uruguay todavía no. 


Lamentablemente, esa oportunidad pareció desperdiciarse en el año 2011 cuando no llegó al 
Parlamento la iniciativa propuesta por el Poder Ejecutivo y tampoco lo hizo en el 2012. Recién llegó en 
el 2013, momento que ya nos parecía tardío -dicho esto con franqueza- porque, además, como los 
Legisladores saben, se vienen los tiempos electorales, en los que todo es más complicado. Ahora que, 
por fin, está aquí, nos parece urgente que se concrete en esta Legislatura. 


La segunda cuestión que quiero plantear es con respecto a la vuelta del proyecto de ley a la 
Cámara de Representantes. Efectivamente, somos conscientes de eso y, por lo menos a título personal 
-pero aclaro que esto lo hemos compartido en la Universidad y, específicamente, lo discutimos en el 
Consejo-, debo decir que si el proyecto de ley de la Cámara de Representantes no hubiera incluido el 
cambio en la autoridad de aplicación que incorporó a última hora, nuestra preocupación sería muy otra. 
Quizás -quiero decir esto con franqueza- hubiéramos tenido dudas en cuanto a plantear este conjunto 
de agregados, modificaciones y mejoras. Inclusive, de verdad nos sorprendió que no se incorporara el 
capítulo relativo a educación para la comunicación. Este tema lo hablé con el Presidente de la 
Comisión respectiva de la Cámara de Representantes, Carlos Varela y, especificamente, le pregunté 
qué había pasado, porque habían dicho que esto estaba clarísimo, que era, obviamente, de recibo y 
que había que incorporarlo y, entonces, ¿por qué no se había incluido? Se me respondió: “Bueno, no 
hubo tiempo”, etcétera. 


Incluso, en este caso -que creo es uno de los puntos más fáciles y con más consenso para 
incorporar-, no me preocuparía mucho si no hubiera tenido lugar el cambio en la autoridad de 
aplicación, porque ese aspecto, francamente, nos parece que debilita mucho la propuesta, la hace muy 
vulnerable a muchas críticas que, quizás, ya ha recibido. Las recibió en la Cámara de Representantes; 
nosotros estuvimos también allí y planteamos esta crítica que compartían todos los representantes, de 
todos los pelos; ahí no había duda. Esta crítica también la comparte el consenso internacional, porque 
si no hay autoridad de aplicación independiente, me parece que esto funcionará mal. 


Entonces, si se va a modificar, aprovechemos para mejorar el resto. Como ven los señores 
Senadores, hay propuestas de mejora porque algunas cosas se perdieron entre la primera propuesta 
del propio Poder Ejecutivo y la redacción final. Otros puntos pareció que los iba a incorporar la Cámara 
de Representantes pero, al final, no lo hizo, algunos de los que aquí se mencionaron. 


Vemos la oportunidad -ahora sí- de hacer ambas cosas y por eso es que hemos decidido traer 
esta propuesta. No hubiera sido así, quizás, si el proyecto de ley hubiera salido de la Cámara de 
Representantes como esperábamos, es decir, con una buena autoridad de aplicación, porque ahí es 
donde se resuelven muchos de los problemas que después pueden sobrevenir. Cuando la autoridad de 
aplicación es mala -y nos parece que esta solución, es decir, la de la Ursec aplicando la ley, lo es-, todo 
lo demás se complica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los representantes de la Coalición por una 
Comunicación Democrática. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Coalición por una Comunicación Democrática.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo.) 


-En nombre de la Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios, recibimos 
con mucho gusto a los representantes de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo. 


Estamos muy interesados en escuchar vuestra opinión sobre este proyecto de ley tan 
importante que tenemos a consideración. 


Como metodología de trabajo -aunque esto no es algo coercitivo-, la idea es que se focalice, 
fundamentalmente, en los aspectos globales y en las modificaciones específicas que se pretenda 
introducir al proyecto de ley. 


SEÑOR FERREIRA.- Muy brevemente -pues sabemos que tenemos poco tiempo-, queremos 
agradecer la invitación de la Comisión y señalar que es para nosotros un gran honor estar en el 
Parlamento porque, tal como saben los señores Senadores -que son los autores y votantes de la ley 
que nos ha investido-, esta es una de las competencias más trascendentes que tiene la Institución. 


En forma muy simplificada queremos subrayar que son competencias de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos la recomendación de políticas públicas y el asesoramiento al 
Parlamento en materia legislativa. Para nosotros, el hecho de no tener que pedir la entrevista, sino que 
seamos invitados por las Comisiones cuando tratan estos temas, significa un estímulo muy grande. 


Asimismo, tenemos dos funciones, una de ellas reactiva y, otra, preventiva. La primera 
consiste en actuar ante las denuncias que recibimos de la opinión pública sobre situaciones concretas, 
tarea clásica y típica de una Defensoría del Pueblo. A su vez, desde hace algún tiempo, cumpliendo 
con el universo de facultades que nos otorga la ley, hemos podido empezar a poner en funcionamiento 
el mecanismo nacional de prevención que prevé el Protocolo Facultativo de la Convención contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; obviamente, esta es la función 
estrictamente preventiva. Ahora bien; la recomendación de políticas públicas tiene como uno de sus 
ejes centrales -no el único, porque también es parte de nuestra actividad generar informes temáticos y 
reunirnos con hacedores de política para realizar nuestras recomendaciones- la posibilidad o el 
privilegio de ser escuchados cuando se consideran iniciativas vinculadas a la temática de derechos 
humanos. 


Para ahorrar tiempo -y en la medida en que, como decía el señor Presidente, todos conocen 
el debate que se llevó a cabo en la Cámara de Representantes, donde ya brindamos un testimonio-, la 
doctora Peralta ha preparado un material -que hoy hemos considerado en conjunto en el Consejo 
Directivo, el cual se encuentra aquí presente en pleno-, una puesta al día que viene acompañada de 
ciertas sugerencias y recomendaciones, teniendo en cuenta las modificaciones que ha sufrido el 
proyecto de ley. Fundamentalmente, la doctora Peralta hará referencia a la nueva versión que está 
considerando el Senado, y luego de esta presentación, estaremos a disposición de los señores 
Senadores para que formulen todas las preguntas que consideren convenientes. 


SEÑORA PERALTA.- En nombre de todo el Consejo, agradecemos la oportunidad de estar aquí 
intercambiando opiniones sobre el proyecto de ley. 


Como decía nuestro Presidente, Juan Raúl Ferreira, se trata de dar una mirada a la iniciativa, 
poniendo énfasis en aquello que tiene que ver con el campo de nuestra especialidad y nuestras 
competencias; a eso nos remitimos. 


Un aspecto importante que queremos enfatizar -así lo hicimos también en oportunidad de 
nuestra comparecencia ante la Comisión respectiva de la Cámara de Representantes- es que nos 
centramos en una mirada desde la perspectiva del alcance y garantía de la libertad de expresión y 
acceso a la información en materia de derechos humanos, es decir, no entramos en otros tecnicismos, 
pues para eso habrá otros expertos que podrán ser más ricos y rigurosos en ese sentido. 


Por mi parte, intentaré no reiterar lo que ya consta en el material que hemos traído por 
escrito y que en el día de mañana haremos llegar a los señores Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradeceríamos que se nos enviara esa información por vía electrónica, 
porque eso nos facilita mucho el trabajo. 


SEÑOR FERREIRA.- Por supuesto, señor Presidente. Nuestra idea era hacerles llegar en el día de 
mañana una carpeta con esta información, pero ahora, luego de la sugerencia del señor Presidente, 
seguramente los demás miembros del Consejo Directivo estarán de acuerdo en agregar el formato 
electrónico. 


SEÑORA PERALTA.- Algunos aspectos a rescatar, que quizás sean repetitivos pero que, según 
creemos, mejoran esta versión, son los siguientes. 


Se avanza en forma positiva en determinadas cuestiones, fijándose limitaciones mucho más 
precisas, claras y, ciertamente, menores a la libertad de expresión y acceso a la información. 


Nos parece que la redacción es más armoniosa, más clara y evita algunos conceptos vagos 
e imprecisos. Me voy a referir a algunos de ellos especialmente. 


Creemos, también, que en algunas de las cuestiones se usa un lenguaje muy apropiado, es 
decir, se observa, se sugiere, se refuerza, se recomienda y no necesariamente se establecen 
conductas que podrían ser limitantes a la libertad de expresión. En ese sentido, pues, nos parece un 
aporte positivo. 


Además, desde el Consejo Técnico Consultivo hasta ahora, ha pasado ya un tiempo para la 
elaboración de una propuesta inicial, y la Institución ve como positivo la confluencia de varios actores y 
organizaciones, así como la amplia discusión que ha tenido el proyecto de ley. Advertimos también que 
se han recogido algunas sugerencias de expertos en la materia -nacionales e internacionales- que han 
hecho propuestas concretas. 


Pensamos que el proyecto de ley se acompasa con los tiempos y es fruto de un ciclo de 
normas que se han ido dictando en los últimos años. Me refiero, por ejemplo, al Decreto-Ley N* 14.670 
y su Decreto Reglamentario N* 734/978. Sin embargo, después comenzó un ciclo de reformas en 


materia de radiodifusión comunitaria que se tradujo, entre otras cosas, en la despenalización de delitos 
de comunicación, en la ley de acceso a la información, en los decretos para la asignación de 
información digital, etcétera. Creemos que es importante tener una norma que armonice, estructure y 
unifique todo ese cuerpo orgánico. 


Esas son las primeras apreciaciones que queríamos hacer, en términos generales, sobre el 
proyecto de ley que está siendo objeto de debate. 


Todos sabemos -seguramente ustedes mejor que nosotros- que los Estados tienen la potestad 
de regular la actividad de radiodifusión. En cuanto esa potestad abarca múltiples aspectos que, a su 
vez, pueden significar limitaciones a la libertad de expresión, es bueno repetir que hay una serie de 
condiciones y un test establecido internacionalmente: que las limitaciones deben estar previstas en una 
ley clara y precisa; tener como finalidad la libertad e independencia de los medios, así como la equidad 
y la igualdad en el acceso al proceso comunicativo, y establecer solo aquellas limitaciones posteriores 
a la libertad de expresión que sean necesarias, idóneas y proporcionadas al fin legítimo que persigan, 
que en este caso son las exigencias justas de una sociedad democrática. 


A modo de ejemplo, creemos que este proyecto de ley, en los artículos 2%, 5* y 17 -este último 
referido a la libertad editorial- trae o rescata el marco normativo nacional. Cita la Constitución de la 
República, cita casi textualmente el Código de la Niñez y la Adolescencia, y también las normas sobre 
discriminación; por tanto, se centra en un marco acorde con la normativa nacional. Pero, además, en 
su artículo 2% cita expresamente instrumentos internacionales: pactos y convenciones; varias veces 
menciona, por ejemplo, la Convención Americana. De manera que toma en consideración ese marco, 
que nos parece importante. 


En nuestra opinión, tiene una vocación -y creemos que esa es la piedra angular- de no 
censurar la independencia de los medios ni la libertad editorial, además de otras importantes 
salvaguardas establecidas a lo largo del articulado. 


Notamos que felizmente amortiguó algunas redacciones con expresiones que no son 
limitantes, sino orientaciones generales, guías de promoción y fomento de prácticas en la materia. Una 
de ellas, por ejemplo, es no obligar a los medios a tener un defensor, sino sugerirles hacerlo y fomentar 
que lo hagan. 


Los señores Senadores conocen el test y saben que en materia de limitar la libertad de 
expresión -que puede ser un objetivo posible para los Estados-, lo más importante es evitar la 
redacción de cláusulas abiertas, vagas e imprecisas. Esa ha sido una de las cosas más importantes del 
test, en busca de un fin legítimo. 


Con relación a los discursos protegidos, el artículo 28 está más acorde con algunas 
precisiones que la Institución hizo en ocasión de visitar la Comisión respectiva de la Cámara de 
Representantes, recogiendo la redacción de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así 
como lo establecido en la Ley N* 17.817. 


De igual modo precisó más las definiciones en el artículo 33 sobre publicidad dirigida a niños, 
niñas y adolescentes. En lo relativo a los horarios de protección, la Institución había recomendado 
tener en cuenta el contexto y la finalidad de los programas que incluyan las limitaciones, lo que 
felizmente está recogido en el proyecto actual. 


En relación al artículo 31 -derecho a la privacidad-, también se adopta la redacción del Código 
de la Niñez y Adolescencia, así como lo enunciado en la Convención sobre los Derechos del Niño. 


En tal sentido, queremos remarcar que, en términos generales, la jurisprudencia de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y de la Corte Interamericana ha reconocido que el 
ámbito de protección de la libertad de expresión es casi tan extenso como las posibilidades de 
comunicación entre las personas. Esta presunción general se basa en que se debe garantizar que no 
existan personas, grupos, ideas o medios de expresión excluidos a priori del debate público. La 


presunción general de cobertura tiende a proteger, no solo la difusión de las ideas e informaciones que 
sean consideradas inofensivas, sino también las que ofenden o perturban en pos de fomentar el debate 
y la libertad democrática. Ciertamente, existen discursos prohibidos por los tratados internacionales, 
pero en forma restringida. En tal sentido, varios instrumentos internacionales dan cuenta de la voluntad 
de los Estados de prohibir explícitamente ciertos contenidos del discurso, entre los cuales se encuentra 
la apología de la violencia, la propaganda de la guerra, la incitación al odio por motivos 
discriminatorios, la incitación pública y directa al genocidio y la pornografía infantil. 


En el aspecto de regulación, la normativa que establece derechos y obligaciones debe ser 
clara y precisa, y creemos que el objeto y fin de una ley como la que se está discutiendo en Uruguay 
debe establecer procedimientos transparentes y respetuosos del debido proceso. La finalidad es la 
diversidad, el mayor acceso, un proyecto comunicativo que recupere la inversión y que sea sostenible. 
Además, debe tener una línea editorial e informativa libre y sin censura. Cabe destacar que este tipo de 
leyes apunta a garantizar la pluralidad, la diversidad y el acceso a condiciones de igualdad en los 
procesos de asignación de frecuencias. Uno de los requisitos de la libertad de expresión es que exista 
una pluralidad de información. En ese sentido, en la actualidad, en las experiencias comparadas, estas 
cosas están sucediendo en el mundo; los países, con matices, tienen leyes de este tipo, algunas malas 
y otras buenas. 


Las disposiciones relativas a impedir o limitar la existencia de oligopolios o monopolios 
privados en pos de las garantías y de la promoción de la diversidad y el pluralismo son una 
herramienta eficaz y creemos que en esta redacción se ha salvado que se trate de monopolio u 
oligopolios públicos y privados. Con la redacción anterior nosotros señalamos que no se debería referir 
solamente a los monopolios privados. 


Un aspecto importante -que habíamos señalado y que creemos que se mejora- es la 
conceptualización jurídica de lo que se considera grupo económico. Del mismo modo, se establecen 
condiciones y plazos más precisos e igualitarios en el acceso y, sobre todo, en la adecuación de los 
actuales concesionarios con las exigencias de la legislación cuando se trate de servicios de 
comunicación audiovisual que hayan obtenido con anterioridad a la vigencia de la ley -cuando se 
apruebe- la licencia o autorización correspondiente. 


Es atendible que algunas competencias del Ejecutivo -artículo 55- se disminuyan y creemos 
que se ordenan en forma más armónica las infracciones y sanciones. 


Es de gran preocupación para la Institución Nacional de Derechos Humanos la no existencia 
en este proyecto de una autoridad reguladora independiente -así como un servicio público de 
radiodifusión- que garantice la independencia y autonomía técnica, así como política, respecto del 
Gobierno de turno. Se comprende -somos conscientes de ello- que hubo muchas puntualizaciones de 
expertos en derecho administrativo y constitucional sobre la forma de creación de un organismo de ese 
tipo. Sabemos que en ese sentido ha habido resguardos; sin embargo la concentración en el Ejecutivo 
o en la Ursec como órganos rectores está en contravía a los estándares internacionales. En tal sentido 
es imprescindible reanalizar ese punto. 


Las recomendaciones internacionales en esta materia coinciden con la estructura de un 
órgano colegiado, de modo de asegurar pluralidad en su integración, el que debe estar sometido al 
debido proceso y a un estricto control judicial y obligarse a la transparencia y rendición de cuentas, 
especialmente en esta material. Al respecto la Comisión Interamericana ha sostenido que es 
imprescindible que los órganos de fiscalización tengan esa independencia política del Poder Ejecutivo. 


Es así que la Institución Nacional de Derechos Humanos recomienda que la autoridad de 
aplicación y fiscalización sea plenamente autónoma del sector privado y del gubernamental y que se 
abra un proceso para la designación de sus integrantes que sea amplio. En tal sentido, es de recibo 
que se busquen mecanismos de selección que aseguren que las personas a ocupar los cargos tengan 
versación, experiencia, compromiso con el tema y respaldo de la ciudadanía, bajo un sistema de 
postulación de candidatos que sea amplio y que asegure una elección transparente. Hay fórmulas 
diversas en los distintos países, a veces con integrantes de los Poderes Ejecutivos, pero hay que 


preservar la constitución de un órgano plural donde sus integrantes tengan asegurada la 
independencia técnica y política. 


No solamente desde el punto de vista constitucional sino también en función de los 
estándares internacionales, no deberían establecerse períodos de mandato que coincidan con las 
elecciones de las autoridades de gobierno. Pensamos que quizás podría utilizarse una fórmula similar 
a la que se empleó en nuestro caso, es decir, crear el órgano y designar a los miembros en una fecha 
alejada del período electoral. 


Resulta muy preocupante, además, que algunas de las sanciones que pudieran recaer sobre 
operadores de servicios de comunicación audiovisual resulten atribuciones del Poder Ejecutivo. Una 
solución en la que se ha pensado y que la Institución acompaña es que se les den las garantías de un 
debido proceso. 


Sobre la creación del Ombudsman de los Servicios de Comunicación Audiovisuales, que en el 
proyecto ha recaído en la Institución Nacional de Derechos Humanos, se entiende que se ordenaron 
más armoniosamente los cometidos con las competencias que ya tiene la Institución por su ley de 
creación, la Ley N* 18.446. Este punto también fue tratado en la Comisión de la Cámara de 
Representantes. 


Es fundamental tener en cuenta que la Institución podrá cumplir dichos cometidos siempre y 
cuando esté dotada de los recursos necesarios que le permitan cumplir eficazmente el mandato 
conferido con autonomía no solo técnica, sino administrativa y financiera, como también para cumplir 
con la posibilidad de promoción y educación en derechos humanos para los medios y la audiencia. 
Asimismo, la Institución se congratula de la presencia de una orientación y fomento de la educación 
para los medios, como había sido de consenso en el Comité Técnico Consultivo. 


Finalmente, como habíamos dicho, se comparte que se promueva y no se obligue a los 
medios a tener un defensor de la audiencia y que se haya contemplado algún tipo de regulación en la 
publicidad estatal, en términos de la campaña electoral. 


Estas son, en general, las apreciaciones fundamentales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo su presencia y les aclaramos que, si bien no hemos discutido formalmente el tema, sí lo 
hemos conversado con los integrantes de la Comisión y coincidimos en buscar un organismo que sea 
independiente. Incluso, algunos consideramos que el antecedente de la Institución es bien válido para 
buscar una solución por ese lado. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 39 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


